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(Se abre la sesión a las 16 horas y 2 minutos). 

El Sr. PRESIDENTE: (Palabras que no se perciben al no estar encendido el micrófono.) ... 

las sustituciones que se hayan producido. ¿Por el Grupo Parlamentario Unidas Podemos? 

La Sra. SÁNCHEZ MAROTO: Ninguna. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. ¿Por el Grupo Parlamentario Vox hay alguna sustitución? 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Ninguna. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. ¿Por el Grupo Parlamentario Socialista? (Pausa.) Ninguna. 

Gracias. ¿Por el Grupo Parlamentario Más Madrid? 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: No hay ninguna sustitución. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. ¿Por el Grupo Parlamentario Popular? 

El Sr. BALLARÍN VALCÁRCEL: No hay ninguna. 

El Sr. PRESIDENTE: Muy bien. Muchas gracias. Pasamos al primer punto del orden del día. 

 

PCOC-1643/2022 RGEP.11574. Pregunta de respuesta oral en Comisión, a 

iniciativa del Sr. D. Santiago Eduardo Gutiérrez Benito, diputado del Grupo Parlamentario 

Más Madrid, al Gobierno, se pregunta cómo valora los resultados de la Comisión de 

Seguimiento encargada de cumplimiento de la reserva de mercado y la aplicación de las 

cláusulas sociales y ambientales en la contratación pública. 

Ruego al representante del Gobierno, don Jorge Jiménez de Cisneros, director general de 

Patrimonio y Contratación, que tome asiento, por favor. Buenas tardes y bienvenido. (Pausa.) Tiene la 

palabra para formular la pregunta el diputado del Grupo Parlamentario Más Madrid, el señor Gutiérrez 

Benito. Recuerdo que, de conformidad con el artículo 196 del Reglamento de la Asamblea de Madrid, 

el tiempo de sustanciación de la pregunta no podrá exceder de diez minutos, distribuido en cinco para 

el diputado y cinco para el representante del Gobierno que responde a las preguntas, correspondiendo 

en tres turnos para cada uno de ellos. Señor Gutiérrez Benito, cuando desee, puede formular la 

pregunta. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Muchas gracias. Muchas gracias, señor director. Señor director 

general de Contratación, ¿cómo valora los resultados de la comisión de seguimiento encargada del 

cumplimiento de la reserva de mercado y la aplicación de las cláusulas sociales y ambientales en la 

contratación pública madrileña? 
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El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señor Gutiérrez Benito. (Rumores.) Señorías, les ruego que 

guarden un poquito de silencio. Muchas gracias. Señor Jiménez, cuando desee, puede contestar en su 

primer turno. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE PATRIMONIO Y CONTRATACIÓN (Jiménez de Cisneros 

Bailly-Baillière): Muchas gracias, señor presidente. Señor Gutiérrez Benito, tal y como le informé en 

una comisión reciente, la reserva de mercado y la aplicación de las cláusulas sociales se está 

cumpliendo en la Comunidad de Madrid. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Señor Gutiérrez Benito, tiene la palabra para su segundo 

turno. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Señor director general, le he preguntado sobre la comisión de 

seguimiento encargada del cumplimiento, y usted no me ha contestado sobre la comisión de 

seguimiento y los trabajos de la comisión de seguimiento ni en la anterior comparecencia ni en esta 

pregunta. En el plazo de tres meses desde la publicación del acuerdo en el que se ponían en marcha 

todas las políticas de contratación pública en materia de cláusulas sociales y ambientales, en el plazo 

de tres meses, la Viceconsejería de Hacienda y Empleo pondría en marcha una comisión de 

seguimiento. ¿No quiere usted contestarme sobre los trabajos de la comisión de seguimiento? Porque, 

además, debería usted saber que al final de cada ejercicio presupuestario, según la cláusula 4 del 

Acuerdo del Consejo de Gobierno, concretamente del 3 de mayo de 2018, a final de cada ejercicio era 

necesario emitir un informe y ponerlo a disposición de la comisión de seguimiento de la contratación 

pública en materia social y ambiental de Madrid. 

Vuelvo a insistirle: ¿cuál es su valoración respecto a los resultados de los trabajos de la 

comisión de seguimiento encargada del cumplimiento de la reserva de mercado? 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra en segundo turno don Jorge 

Jiménez. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE PATRIMONIO Y CONTRATACIÓN (Jiménez de Cisneros 

Bailly-Baillière): Gracias, señor presidente. Señor Gutiérrez Benito, tal y como ya le informé en esta 

misma comisión en el mes de abril, en enero de 2020 se emitió una circular por parte de la Dirección 

General de Patrimonio y Contratación dirigida a todos los órganos y unidades de contratación, en la 

que se hacían una serie de recomendaciones para mejorar y homogeneizar la actividad contractual de 

la Comunidad de Madrid y en la que se señalaba, en coherencia con el artículo 202 de la ley de 

contratos, la necesidad de establecer al menos una condición especial de ejecución de tipo social, 

medioambiental o relacionada con la innovación, siempre que estuviera vinculada al objeto de 

contrato y no supusiera un incremento del coste del mismo, y que en el caso excepcional de que la 

introducción de estas condiciones supusiera un incremento del precio del contrato, se debía reflejar su 

justificación en la memoria que la acompañaba. 
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En lo que respecta a la reserva de contratos o lotes de estos en favor de centros especiales 

de empleo de iniciativa social y empresas de inserción y la reserva de contratos de servicios de 

carácter social, cultural y de salud en favor de determinadas organizaciones, como señala el Acuerdo 

de Consejo de Gobierno de 3 de mayo de 2018 y que usted ha mencionado, le informo de que, por 

parte de esta Dirección General de Patrimonio y Contratación, se han realizado las siguientes acciones 

con el fin de que se pueda efectuar un seguimiento de lo establecido en este acuerdo. La Junta 

Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid, a través de su comisión 

permanente, en el año 2019, modificó los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares 

en el siguiente sentido: en la cláusula 1, de características del contrato, de todos los modelos de 

pliegos, en los apartados relativos a solvencia económica, financiera y técnica, criterios objetivos de 

adjudicación del contrato y condiciones especiales de ejecución del contrato, se añadió un párrafo en 

el que se debe indicar si se incorporan cláusulas sociales, ambientales o de innovación como criterios 

de selección, de adjudicación o condiciones especiales de ejecución; asimismo, se incorporó un nuevo 

apartado en la citada cláusula para indicar si se van a utilizar criterios sociales de preferencia en caso 

de empate. En los modelos de pliegos para los contratos de servicios y suministro, en el apartado 

“Definición del objeto del contrato” de esta cláusula 1, se deben indicar además los distintos tipos de 

centros a empresas u organizaciones para los que se efectúa la reserva de contratos, centros 

especiales de empleo, empresas de inserción o determinadas organizaciones para servicios sociales, 

culturales y de salud. Además, en los sistemas de información corporativos para la contratación 

pública se incluyeron indicadores para recoger en cada caso si se trata de un contrato reservado y 

para qué tipo de entidad y si el pleno incorpora cláusulas sociales, ambientales o de innovación, como 

criterios de selección, de adjudicación o condiciones especiales de ejecución. Junto a ello, 

anualmente, se facilitan a la Dirección General del Servicio Público de Empleo los datos que figuran en 

el registro de contratos de los celebrados el año anterior con centros especiales de empleo y 

empresas de inserción. De este modo, se han introducido cláusulas sociales como criterios de 

selección en 928 contratos, por un importe global de algo más de 435 millones de euros, y como 

criterio de adjudicación en otros 1.018 contratos, por un precio global de algo más de 559 millones de 

euros. Junto a ello, se han utilizado este tipo de cláusulas como criterios de desempate en 4.560 

expedientes, que supusieron un monto total de casi 3.120 millones de euros. Además, se han aplicado 

cláusulas sociales como condiciones especiales de ejecución en un total de 8.018 contratos por un 

importe global cercano a los 2.900 millones de euros. En este sentido, a lo largo de los últimos dos 

años, se han identificado varios contratos que han sido objeto de esta reserva para centros especiales 

de empleo y empresas de inserción por un importe global cercano a los 13,5 millones de euros. Junto 

a ellos, se está trabajando en colaboración con la Dirección General de Empleo y la Consejería de 

Familia, Juventud y Política Social en la definición del marco más adecuado para impulsar la reserva 

de contratos, para lo que se ha constituido un grupo de trabajo para dar respuesta a alguna de las 

tareas aún pendientes y culminar todo este proceso y poder poner en marcha lo antes posible las 

acciones de seguimiento en esta materia cuya definición no estaba suficientemente clara en la actual 

regulación e impulsarlas en el futuro más inmediato. Muchas gracias, señoría. 
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El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Señor Gutiérrez Benito, tiene la palabra en su tercer y último 

turno; le quedan tres minutos y medio. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Señor director general, vuelvo a insistirle en que usted no me 

ha contestado a los resultados de la comisión de seguimiento encargada, que tendría que reunirse con 

una periodicidad semestral desde el año 2018. ¿En ningún momento se ha reunido ni se ha 

constituido la comisión de seguimiento de la contratación y del acuerdo para incorporar cláusulas 

sociales? A eso no me está contestando usted, señor director general. Es más, tendría que haber 

sacado usted, que es la persona competente -dice concretamente el apartado 4.2-, el porcentaje de 

reserva anual se fijará por orden del titular de la consejería competente en la materia de hacienda. 

¿Ha publicado usted órdenes anuales? ¿Ha propuesto usted órdenes anuales al consejero de Hacienda 

para fijar de forma conjunta reservas de contratación? Usted ha hablado de una circular, pero una 

circular no es una orden. Es decir, ¿tenemos que concluir en esta comisión que no ha puesto usted en 

marcha la comisión de seguimiento del acuerdo? ¿Un acuerdo del año 2018 y estamos en 2022 y no 

han puesto en marcha una comisión de seguimiento de la contratación? Es más, ¿no han emitido 

ustedes informes anuales, que ha puesto a disposición de esa comisión de seguimiento, como obliga 

el acuerdo en su punto 4.5: “Al final de cada ejercicio presupuestario, y a los efectos de realizar un 

adecuado seguimiento de la reserva de contratos a centros especiales de empleo de iniciativa social y 

empresas de inserción, la Dirección General del Servicio Público de Empleo, con la colaboración de la 

dirección general competente -es decir, usted- en materia de coordinación de la contratación pública, 

elaborará un informe de seguimiento detallado, donde se reflejará la ejecución de la reserva en el 

ejercicio presupuestario cerrado, con los datos aportados por las secretarías generales técnicas”? Es 

decir, usted no ha puesto en marcha la comisión de seguimiento, usted no ha sacado ninguna orden 

anual para fijar las cuotas en las contrataciones públicas y no ha hecho ni uno de los informes anuales 

desde el año 2019. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. A continuación es el tercer y último turno del señor 

director general; señor Jiménez, le queda un minuto y veinte segundos. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE PATRIMONIO Y CONTRATACIÓN (Jiménez de Cisneros 

Bailly-Baillière): Muchas gracias, señor presidente. Señorías, en el apartado tercero del acuerdo de 3 

de mayo de 2018 se establecía la creación, en el plazo de tres meses, de la comisión de seguimiento. 

Esta comisión, decía el acuerdo, se constituirá a través de la Viceconsejería de Hacienda y Empleo, a 

la que debía quedar adscrita esa comisión de seguimiento, una viceconsejería que dejó de existir con 

esa denominación tras las elecciones de 2019. A lo largo de la pasada legislatura hubo varios intentos 

de crear esta comisión de seguimiento sin que se pudiera alcanzar un acuerdo al respecto entre los 

equipos de las consejerías entonces afectadas. 

Señoría, nuestro objetivo es dar cauce a la creación de esta comisión para que pueda 

responder a la actual y futura estructura del Gobierno de la Comunidad de Madrid. Para ello, como ya 

les he informado después de varias reuniones y solicitudes de información, se ha constituido un grupo 

de trabajo entre la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, la Dirección General de Patrimonio y 
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Contratación, la Dirección General de Servicio Público de Empleo y la Consejería de Familia, Juventud 

y Política Social para estudiar y proponer, en su caso, las modificaciones normativas oportunas que 

correspondan y para actualizar y mejorar técnicamente el acuerdo de 3 de mayo de 2018, para lograr 

darle ese carácter paritario entre la Administración autonómica y las organizaciones sindicales, 

empresariales y de economía social más representativas y que espero que dé su fruto muy pronto. 

Muchas gracias, señorías. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias. Pasamos al segundo punto del orden del día. 

 

PCOC-1467/2022 RGEP.9837. Pregunta de respuesta oral en Comisión, a 

iniciativa del Sr. D. Santiago Eduardo Gutiérrez Benito, diputado del Grupo Parlamentario 

Más Madrid, al Gobierno, se pregunta cómo se explica que en el Impuesto de 

Transmisiones Patrimoniales de la Comunidad de Madrid los tipos que pagan los y las 

madrileñas sean superiores a los que soportan las empresas inmobiliarias por la compra 

de viviendas. 

Ruego que tome asiento el representante del Gobierno, don José Ramón Menéndez Aquino, 

viceconsejero de Hacienda. Buenas tardes. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Buenas tardes. 

El Sr. PRESIDENTE: Tiene la palabra para formular la pregunta el diputado del Grupo 

Parlamentario Más Madrid, señor Gutiérrez Benito. Les recuerdo que, de conformidad con el artículo 

196, el tiempo de sustanciación de la pregunta no podrá exceder de diez minutos, distribuido en cinco 

para el diputado y cinco para el representante del Gobierno que responda a las preguntas, 

correspondiendo en tres turnos para cada uno de ellos. Señor Gutiérrez Benito, cuando desee, puede 

formular la pregunta. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: ¿Cómo explica que en el impuesto sobre transmisiones 

patrimoniales los tipos que pagan las y los madrileños, todos los ciudadanos de a pie, sean superiores 

a los que soportan las empresas inmobiliarias por la compra de viviendas? 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra para contestar don José Ramón Menéndez 

Aquino. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Muchas gracias, presidente. 

Señoría, se debe a la estructura del impuesto, tal y como puede contemplar en todo el desarrollo 

normativo de la misma. En el caso de las personas particulares que compren una vivienda usada 

tienen un tipo general del 6 por ciento -que, por cierto, es el más bajo de España-, y en el caso 

además de que sea familia numerosa tiene una reducción hasta el 4 por ciento. Asimismo, en el caso 

de que el inmueble tenga un valor por debajo de los 250.000 euros, tiene una bonificación del 10 por 

ciento; es decir, que se pasa del 6 por ciento al 4 por ciento. En el caso de que sea una empresa, si 
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es una compra de vivienda usada para rehabilitar, es decir, un cambio profundo, integral, se paga a 

través del IVA, el 10 por ciento; en el caso de que sea una compra de una vivienda usada para 

reformarla es el 6 por ciento. Sin embargo, si la reforma la empresa y la vende antes de tres años se 

le aplica un tipo reducido del 2 por ciento. El comprador particular que lo compre a esta empresa al 

cabo de los tres años tiene que pagar un impuesto de un 6 por ciento por transmisiones 

patrimoniales. Estas son las causas por las cuales hay esa diferencia de tipos. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra en segundo turno el señor diputado. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Muchas gracias, señor presidente. Señor viceconsejero, le 

vuelvo a decir lo mismo que al anterior compareciente, le he pedido las razones por las que ustedes 

tienen un tipo reducido del 2 por ciento para las empresas del sector inmobiliario en las 

compraventas; las razones que ustedes tienen en cuenta, no cómo está el impuesto. Las reducciones 

de bonificación o las reducciones ya sé cómo están; leemos, tenemos asesores y sabemos cómo 

están, no hace falta que usted nos lea. Lo que le estamos pidiendo es una explicación de política 

tributaria: ¿por qué ustedes hacen una reducción del tipo impositivo al 2 por ciento a la transmisión 

de la totalidad o parte de una vivienda y sus anexos, siempre y cuando sean a empresas que aplican 

en Plan General de Contabilidad al Sector Inmobiliario? ¿Por qué esa diferencia? 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra para contestar el señor Menéndez 

Aquino. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Vamos a ver, la última vez 

que se reformó este impuesto fue en el año 2010 y entiendo que en la exposición de motivos vendrá 

bien explicado. La verdad es que lleva usted un mal día, parece ser que nadie le contesta lo que usted 

pregunta, lo siento mucho, señoría. Pero yo lo voy a intentar. Respecto a las razones que llevan aquí, 

que es tema, efectivamente, una de las cosas que se quiere es dinamizar el mercado de reformas de 

inmuebles -una de ellas-, que fundamentalmente está persiguiendo, aparte de crear riqueza, crear 

empleo; no hay mejor política social que crear empleo. Estaremos de acuerdo en eso, ¿verdad, 

señoría? ¿O no? (Rumores.) ¿No? (Rumores.) El que sea, el que sea. (Rumores.) ¿Estoy hablando yo 

o está hablando usted? Yo me paro, perdón, perdón. 

El Sr. PRESIDENTE: Señor Gutiérrez, por favor, esto no es un... Ahora es el turno del 

compareciente. Por favor, continúe, señor viceconsejero. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): ¿Puedo continuar? Vale; 

muchas gracias, presidente. Básicamente, por esta circunstancia que le he dicho. Otra circunstancia es 

que, teniendo en cuenta que el destinatario final de estas viviendas son personas particulares, 

transmisiones patrimoniales no es deducible, luego en la transmisión a un tercero se le va a gravar y 

se le va a repercutir el coste. Por lo tanto, si nosotros empezamos a mantener un tipo elevado en 

todos los movimientos que se producen, al final la persona individual que va a comprar una casa tiene 

una escaldada de costes que lo hace prácticamente inviable. 



DIARIO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA DE MADRID / NÚM. 247 / 18 DE MAYO DE 2022 

 
 

 
14349 

 

La Comunidad de Madrid no es la única comunidad que tiene este tipo de reducciones, 

existe en otras comunidades, por ejemplo, Andalucía, con el tipo reducido del 2 por ciento; Asturias, 

el 3 por ciento; Castilla-La Mancha, el 5 por ciento; Cataluña tiene una bonificación del 70 por ciento, 

o Valencia, bonificación de entre el 50 y 60 por ciento de la cuota en función de las obras que se 

realicen en la vivienda. Esta es una política general de todas las comunidades y que ha dado un 

resultado bastante satisfactorio; y ya le anticipo que, evidentemente, en esta legislatura no lo vamos 

a cambiar. Yo entiendo que a usted pueda no gustarle, pero ya le digo que el Gobierno no va a 

cambiar este tipo de nuestra legislación ni este tipo de normativa. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra en su tercer y último turno el señor Gutiérrez 

Benito; le quedan prácticamente cuatro minutos. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Muchas gracias, señor presidente de la comisión. Señor 

viceconsejero, que utilice usted el argumento de que otras comunidades autónomas también tienen 

tipos reducidos, como es el caso de Asturias en un 3 por ciento frente a un 2 por ciento en la 

Comunidad de Madrid o como es el caso, por ejemplo, de otro 2 por ciento en la Región de Murcia 

también para las empresas inmobiliarias, es algo paradójico, porque también existen impuestos de 

sucesiones y donaciones e impuestos sobre el patrimonio en otras comunidades autónomas que no 

gozan de bonificaciones en la cuota a ingresar del cien por cien o del 99 por ciento y, sin embargo, 

ese argumento a usted no le vale. O sea, el argumento que usted utiliza cuando le viene bien no lo 

quiere utilizar cuando va en contra de sus argumentos. Pero ¿cómo explica usted que el Gobierno de 

una comunidad autónoma como Castilla y León concretamente planteé excepciones cuando se trata 

de actividad principal la gestión de patrimonio mobiliario e inmobiliario para poder aplicarse un tipo 

reducido? Castilla y León pone entre los requisitos que la empresa o negocio profesional no tenga por 

actividad principal la gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario, es decir, que, en ámbitos 

ideológicos en cuanto a políticas fiscales y tributarias similares a los de usted, resulta que consideran 

que a las empresas inmobiliarias no hay que premiarles con un tipo reducido, sobre todo cuando 

pueden tener tres años el activo inmobiliario que compran, tres años, en sus balances, o sea, que 

pueden estar especulando con ellos durante tres años. Es más, existen otras comunidades 

autónomas, como Cataluña, en donde no existe este tipo de exenciones y, sin embargo, por ejemplo, 

sí existen exenciones referidas a vivienda habitual por jóvenes que tengan 32 años o menos o a 

vivienda habitual por familias numerosas, que sí existe en la Comunidad de Madrid -en eso es cierto-, 

pero también, por ejemplo, en el caso de personas con disminución física, psíquica o sensorial. ¿Por 

qué no consideran ustedes tipos reducidos para esos colectivos? Porque no me ha explicado ni me ha 

dado más argumento –ni a mí ni a los presentes en la sala- que usted cree en el efecto cascada, es 

decir, que todo lo que paguen las empresas tienen capacidad y dominio del mercado como para 

trasladárselo a los ciudadanos. Ese es el único argumento que me da ha dado usted. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra para finalizar, por un tiempo de dos 

minutos y diez segundos, el señor viceconsejero. 
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El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): No lo voy a consumir. No 

tengo nada más que añadir; he dado las razones, siento mucho que al diputado no le satisfagan, pero 

no tengo nada más que añadir. Tienen ustedes mucho trabajo aquí, así que vamos a ir ahorrando 

tiempo. Gracias. (Rumores). 

El Sr. PRESIDENTE: Muy bien. Muchas gracias. Pasamos al tercer punto del orden del día. 

 

PCOC-1443/2022 RGEP.9460. Pregunta de respuesta oral en Comisión, a 

iniciativa del Sr. D. Fernando Fernández Lara, diputado del Grupo Parlamentario 

Socialista, al Gobierno, con el siguiente objeto: importe que ingresa la Comunidad de 

Madrid de forma anual por las cesiones del impuesto especial sobre hidrocarburos. 

Para contestar en representación del Gobierno está igualmente el viceconsejero de 

Hacienda, don José Ramón Menéndez Aquino. Señor Fernández Lara, tiene la palabra para formular la 

pregunta. Les recuerdo que, de conformidad con el artículo 196, el tiempo de sustanciación de la 

pregunta no podrá exceder de diez minutos, distribuido en cinco para el diputado y cinco también 

para el representante del Gobierno que responda a las preguntas, correspondiendo un máximo de tres 

turnos para cada uno de ellos. Nada más. Cuando desee, puede formular la pregunta. 

El Sr. FERNÁNDEZ LARA: Gracias, señor presidente. Buenas tardes, señor Menéndez. 

Espero tener mejor día hoy y obtener alguna respuesta. Le pregunto básicamente por la cifra exacta 

que ha obtenido la Comunidad de Madrid por el importe de la cesión del impuesto sobre 

hidrocarburos. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. Tiene la palabra para contestar don José 

Ramón Menéndez Aquino. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Muchas gracias, señor 

presidente. Espero su satisfacción. Yo creo que sí le voy a contestar; en el caso anterior también lo he 

hecho, pero en este caso más concretamente. Bueno, respecto al impuesto sobre hidrocarburos, las 

comunidades autónomas financian ya el 58 por ciento de la recaudación líquida producida en su 

territorio, derivada de los tipos estatales. El impuesto está sometido al régimen de entrega a cuenta y 

posterior liquidación; es decir, los rendimientos definitivos de un año N se obtienen por las 

comunidades autónomas en dos fases. En el mismo año N –del que estamos hablando- la 

Administración general asigna una entrega a cuenta cuya cuantía se establece en el 98 por ciento del 

rendimiento definitivo del impuesto esperado para ese año, la cual es transferida a las comunidades 

autónomas mensualmente durante año, en doceavas partes, lógicamente. Dos años después, se hace 

la liquidación, en el año N+2, la Administración general practica la liquidación, que consiste en restar 

del rendimiento definitivo del impuesto, una vez conocida la cifra real, el importe de la entrega a 
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cuenta que se percibió como anticipo. Así, esta operación puede dar resultado positivo o negativo, el 

ajuste, lo que implica una transferencia en el sentido que corresponda. De esta forma, en el ejercicio 

presupuestario 2021 se consignaron un total de 950 millones de euros en el presupuesto inicial, si 

bien, tras la liquidación definitiva comunicada en julio de 2021, finalmente se ingresaron solamente 

875,56 millones de euros, es decir, la liquidación relativa a 2019 fue de 29,97 millones de euros en 

negativo. Para este año 2022, en el presupuesto se integran los 881,24 millones de euros 

correspondientes a las entregas a cuenta notificadas para julio de 2022, que fue en julio de 2021, y 

hay que tener en cuenta que la cantidad final a ingresar, lógicamente, vendrá determinada cuando en 

julio de 2022 la Administración General del Estado comunique el rendimiento definitivo de 2020 y se 

concrete en una liquidación. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra para utilizar el segundo turno el señor 

diputado. 

El Sr. FERNÁNDEZ LARA: Gracias, señor presidente. Gracias también por los datos. Yo 

tenían algo parecido; no tenía con exactitud los 950, tenía alguno más, pero gracias por esos 

veintinueve millones y pico que hay que descontar también de la liquidación negativa. En todo caso, 

estamos hablando de una cantidad importante, o al menos eso creemos. Quiero seguir un poco en la 

reclamación, en la misma línea que ya tuve en el pleno y también en la anterior comisión, en 

anteriores intervenciones, sobre medidas del Gobierno regional en un escenario de inflación, 

lógicamente no deseable, de Madrid, ahora mismo al 9 por ciento, incluso por encima de la media 

nacional. El otro día preguntaba al señor Moreno si había alguna medida adoptada por la Junta de 

Gobierno y hoy se lo pregunto a usted, señor viceconsejero, que me diga si, efectivamente, hay 

alguna medida efectiva aprobada por la Junta de Gobierno en este sentido. 

Como decía en el pleno, ya les solicitamos, incluso les propusimos, algunas medidas para 

paliar la pérdida de poder adquisitivo que en estos momentos pueden tener las familias, la pérdida de 

competitividad que esto puede suponer también para empresas y para autónomos. Lo hicimos 

además solicitando –no estamos hablando de los 800 o casi 900 millones- el destino del 50 por ciento 

de estos recursos de manera coyuntural durante un periodo de tres meses y, si fuera menester, que 

fuera revisable. Volvimos a reclamarlo en las dos preguntas que el miércoles pasado realizamos en 

esta comisión sobre la necesidad de inversión en renovables, en autoconsumo, después de conseguir 

esta excepción ibérica –como se ha llamado-, de adoptar medidas para abaratar el precio de 

electricidad, topando el precio del gas, como ha hecho el Gobierno de la nación, y solicitándoles a 

ustedes reorientar fondos europeos también a estos fines. Les solicitamos medidas para ayudar y 

reactivar la economía de los madrileños ante las subidas de precios, medidas financiadas con recursos 

propios -siempre lo digo, con recursos propios-, que pueden ser a través de modificaciones. Ustedes 

hacen un 76 por ciento de modificaciones en el presupuesto, con lo cual, también se pueden dar en 

estas medidas, y solo de forma coyuntural, como digo; medidas que sean complementarias, además, 

a las que ustedes solicitan normalmente al Gobierno central. La inflación entendemos que ataca a 

quien menos puede, deteriora la convivencia y a veces es el mejor combustible -no está de más 



DIARIO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA DE MADRID / NÚM. 247 / 18 DE MAYO DE 2022 

 
 

 
14352 

 

decirlo- también para ciertos populismos en diversos ámbitos. Ustedes, como decía, tienen un 76 por 

ciento de modificaciones y tienen la herramienta para la adopción de medidas que deberían haberse 

hecho ya. Por ejemplo, ¿se han planteado la rebaja -ustedes al menos- de un tanto por ciento en las 

tasas, los cánones y precios públicos que son de competencia autonómica? Se me ocurre las tasas de 

la EvAU para este año. Como ya le dijimos, ¿se ha planteado la reducción del precio del transporte 

público, en vez de causar problemas con la reducción de trenes que han adoptado ustedes en el 

Metro, por ejemplo? ¿Se han planteado alguna bonificación complementaria a la del Gobierno en el 

litro de carburantes a los madrileños? Fue una medida que también les propusimos en el pleno, señor 

Menéndez. ¿Han planteado bonos, ayudas a empresas, a autónomos, afectados por estas subidas, o 

algún instrumento financiero ante las caídas de ingresos derivados de esta subida de precios? 

Me gustaría, si es posible, que me contestara a estas preguntas. No sé si tendrá el escrito 

ahí para poder hacerlo, si no, le ruego que haga por contestarlas. Lo que sí les pido es que hagan 

ustedes un ejercicio de responsabilidad, yo creo que es importante para contener el alza de precios y 

que la economía no caiga. Ustedes, al fin y al cabo, señor Menéndez, son el Gobierno de la 

Comunidad de Madrid y es a ustedes a quienes les corresponde adoptar estas medidas, como digo, 

con esos recursos propios y de las cuales no hemos tenido todavía conocimiento de que ninguna haya 

sido adoptada en una Junta de Gobierno. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra para contestar el señor Menéndez. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Muchas gracias, señor 

presidente. En primer lugar, las competencias normativas en esta materia de hidrocarburos no les 

corresponden a las comunidades autónomas. En el año 2019 se suprimió el tipo autonómico, con lo 

cual, la competencia en este impuesto concreto es estatal, no tiene ningún tipo de posibilidad de 

tomar iniciativas la comunidad. 

Tal y como contestó el señor Moreno la semana pasada, porque esto es un calco, es un 

espejo de la comparecencia del señor Moreno de la semana pasada, el dinero que se ingresa aquí es 

por este concepto, va al fondo común y después se reparte de acuerdo con el presupuesto, que es el 

que está aprobado y es el que está vigente y el que está, teóricamente, recién estrenado. Con lo cual, 

le vuelvo a decir lo mismo que le dijo el señor Moreno el otro día, que la estructura presupuestaria es 

la que es y es la que está llevando. Evidentemente, de una semana a esta parte, si ha podido usted 

mirar la reseña del Consejo de Gobierno del día de hoy, no ha salido ninguna actividad especial, a 

pesar de los temas que se pueden estar analizando en determinados foros. 

Respecto a lo que comentaron, yo creo que lo que habría que hacer es, a lo mejor, adoptar 

otro tipo de medidas, pero no solamente la Comunidad de Madrid sino el Gobierno de la nación. Yo 

creo que, tal y como la Comunidad de Madrid y su presidenta han exigido en numerosas ocasiones y 

han pedido al presidente del Gobierno, quizás habría que hacer otro tipo de cosas para ayudar a los 

españoles con un mayor impacto y evitar que España, que es de los países más grandes de la Unión 

Europea, sea el que más tarde va a conseguir recuperar el nivel que tenía en el año 2019 de 
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prepandemia. Cosas como, por ejemplo, redirigir el plan de transformación y resiliencia y dar un 

poquito más de flexibilidad y redirigirlas actuaciones a las comunidades autónomas para adecuarlas a 

su entorno, a su territorio, es decir, implantar paquetes de reformas estructurales para incentivar todo 

el tejido industrial, que se nos ha venido abajo en los últimos años y aprobar bajadas de impuestos, 

impuestos en los cuales la Comunidad de Madrid está plenamente involucrada. Por ejemplo, deflactar 

la tarifa del IRPF, crear en el IRPF una nueva figura para el mínimo personal y familiar para rentas 

bajas, adaptar retenciones y pagos fraccionados para que medidas fiscales aprobadas tengan impacto 

automático con efecto retroactivo... 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto, señor viceconsejero. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Termino rápidamente. 

Aprobar para autónomos y profesionales la reducción de tributación y estimación objetiva en IRPF y 

de régimen simplificado del IVA, introducir en el impuesto sobre sociedades un nuevo supuesto de 

libertad de amortización para inversiones de eficiencia energética, bajar de manera temporal el IVA 

del gas y de la electricidad del 10 al 5 por ciento e impulsar la rebaja del impuesto especial sobre los 

hidrocarburos con la finalidad de reducir la carga impositiva de los tributos indirectos. 

De estas y otras medidas ha ido dando traslado la Comunidad de Madrid y todas las 

comunidades autónomas al Gobierno del Estado para que, de verdad, implante un sistema, implante 

una serie de medidas que ayuden a pasar por la situación en la que estamos en estos momentos. 

Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra en su tercer y último turno el señor 

Fernández Lara por un tiempo máximo de cincuenta segundos. 

El Sr. FERNÁNDEZ LARA: Gracias, señor presidente. Seré breve. La verdad es que es un 

calco, yo vuelvo decir lo mismo del otro día: no estoy hablando de los tipos, no estoy hablando de 

cómo se negocia el impuesto, que corresponderá, lógicamente, al Estado, sino del destino de los 

fondos. Por eso he puesto siempre el tema de las modificaciones presupuestarias y he hablado de que 

se pueden adoptar decisiones por parte del Gobierno de la Comunidad de Madrid que modifiquen 

presupuestariamente; ya lo han hecho otras comunidades, y si lo han hecho estas comunidades 

también lo puede hacer la Comunidad de Madrid. Lo que no sé es por qué siempre tienen ustedes la 

manía de lanzar balones fuera. Es decir, ustedes pueden hacer muchas cosas en la Comunidad de 

Madrid: tienen fondos europeos que pueden gestionar ustedes; tienen destino de impuestos que 

pueden gestionar ustedes, que pueden ser complementarios a lo que ustedes, como he dicho antes, 

pueden solicitar al Estado o pueden solicitar otras comunidades al Estado; incluso -ya para acabar-, yo 

le propuse el otro día al consejero que aplicase un impuesto negativo en el tramo autonómico para el 

año que viene para combatir esta inflación. 

El Sr. PRESIDENTE: Termine, señoría. 
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El Sr. FERNÁNDEZ LARA: Termino. Y le dije también que era algo que había propuesto 

Milton Friedman. O sea, que no se llevara a engaño, una persona neoliberal como él debería aceptarlo 

de primera mano, así que también se lo traspaso a usted. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández Lara. Tiene la palabra el señor Menéndez; le 

quedan veinte segundos. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Muchas gracias por todas sus 

recomendaciones, recomendaciones que son escuchadas por la consejería y sé que por el consejero, 

que le tiene gran aprecio y lo tendrá en consideración, pero le vuelvo a repetir que yo creo que las 

actuaciones en el momento de crisis que está pasando este país tienen que ser las medidas que yo he 

anunciado, que son las que tienen mayor impacto y mayor calado. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor viceconsejero. Pasamos al cuarto punto del 

orden del día. 

 

PCOC-1820/2022 RGEP.13113. Pregunta de respuesta oral en Comisión, a 

iniciativa del Sr. D. José Luis Ruiz Bartolomé, diputado del Grupo Parlamentario Vox en 

Madrid, al Gobierno, se pregunta cómo valora el Gobierno la evolución de la recaudación 

fiscal durante el presente ejercicio. 

Para contestar en representación del Gobierno continúa con nosotros el señor viceconsejero 

de Hacienda, don José Ramón Menéndez Aquino. Tiene la palabra para formular la pregunta, señor 

Ruiz Bartolomé. Les recuerdo que, de conformidad con el artículo 196, el tiempo de sustanciación de 

la pregunta no podrá exceder de diez minutos, distribuido en cinco para el diputado y cinco para el 

representante del Gobierno que responda a las preguntas, correspondiendo en tres turnos para cada 

uno de ellos. Señor Ruiz Bartolomé, cuando desee, puede formular la pregunta. 

El Sr. RUIZ BARTOLOMÉ: Muchísimas gracias, presidente. La verdad es que está siendo 

una tarde divertida, porque tenemos al portavoz socialista hablándonos de medidas de Milton 

Friedman y al portavoz de Más Madrid que casi casi nos está copiando la medida de reducción del ITP 

para jóvenes en compra de vivienda, lo cual es de celebrar, aunque podía usted haber votado a favor 

cuando lo llevamos al pleno hace unas semanas. 

Dicho esto, señor viceconsejero, buenas tardes. Este primer trimestre del año ha sido un 

verdadero desastre en términos de crecimiento económico: hemos pasado un avance del 2,2 del PIB a 

un paupérrimo 0,3; sin embargo, los ingresos reconocidos por la Agencia Tributaria han crecido 

espectacularmente en un 20 por ciento. Tan es así que, por primera vez, se han superado, y con 

creces, los ingresos del último año de la burbuja financiera, año 2008, esa que se llevó por delante las 

haciendas de miles de trabajadores madrileños, así como el sistema de cajas de ahorro nacional, 

encabezado por nuestra añorada Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid. En el primer 



DIARIO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA DE MADRID / NÚM. 247 / 18 DE MAYO DE 2022 

 
 

 
14355 

 

trimestre, la Agencia Tributaria reconoce un aumento de más de 9.000 millones, llegando casi hasta 

los 55.000, que es la cifra más elevada de toda la historia. La subida del IVA, además, desde mi punto 

de vista, es asombrosa, habida cuenta del desplome del consumo, y esto solamente tiene una 

explicación, que es la inflación. El aumento de los precios de los bienes y servicios por la inflación 

desbocada nos lleva a un incremento del impuesto, al representar un porcentaje sobre su precio. ¿Y 

qué significa eso? Que los ciudadanos han comprado menos productos a un coste superior; no en 

vano, el Instituto Nacional de Estadística calcula el desplome del consumo en un 3,7 por ciento. Del 

mismo modo, el aumento de la recaudación por IRPF es muy importante, que está relacionado con el 

aumento de los salarios para intentar compensar la inflación. Las subidas estimadas de esos salarios 

son del 2,5 por ciento, según la Agencia Tributaria, mientras que la inflación, acierre de 2021, es de 

del 6,5; es decir, que en términos reales una persona está ganando menos que antes y, sin embargo, 

paga más por IRPF. Esto solo tiene lugar porque hay un Gobierno irresponsable que solo piensa en la 

recaudación, en lugar de adaptar los tramos a la inflación, a la pérdida de capacidad adquisitiva, los 

mantienen extorsionando a los trabajadores. Luego, nos vienen a hablar de la resiliencia, de la 

inclusividad, de la perspectiva de género, y aquí la única perspectiva que hay es la perspectiva del 

atraco. 

¿Y cómo van las cifras en la Comunidad de Madrid en el primer trimestre? Pues, mire, en los 

impuestos directos hemos detectado un crecimiento del 8 por ciento, 1 punto más que en febrero; en 

impuestos indirectos, un crecimiento del 8,3 por ciento, que en este caso es todavía mucho más 

relevante, pues ustedes habían estimado un estancamiento de esta recaudación para el año 2022. 

Estas subidas -evidentemente, este ejercicio seguramente tiene muchos errores-, si se proyectan sin 

cambios a lo largo del año supondrían un crecimiento de la recaudación de cerca de 1.350 millones de 

euros, y mientras tanto los españoles sufren las consecuencias de la inflación y el estancamiento. Me 

gustaría saber cuáles son sus cifras y si andamos a lo mejor equivocados. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra para contestar el señor Menéndez 

Aquino. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Gracias, presidente. Vamos a 

ver, señoría, usted está hablando de IRPF e IVA y los ingresos procedentes de esos impuestos vienen 

a través del sistema de financiación autonómica. El sistema de financiación autonómica se basa en 

unas entregas a cuenta, que te comunican en julio del año anterior, que es la que tú consignas, más 

la liquidación del año correspondiente. Es decir, el impacto de lo que usted está diciendo lo vamos a 

ver en el año 2024, que habrá que ver la liquidación que se realiza en este momento, ingresando por 

estos conceptos y esta financiación autonómica, que son las cantidades que se nos comunicaron por 

parte del ministerio. Con lo cual, la evolución de la recaudación y en qué sentido está subiendo o 

bajando habrá que preguntársela a la Agencia Tributaria, porque nosotros tenemos una cantidad 

constante que está consignada ya y vamos recibiendo las entregas a cuenta. 

Lo que sí le puedo comentar son los impuestos que gestionamos nosotros, que yo, 

sinceramente, creí que era esto por lo que me estaban llamando aquí. Le voy a decir que, en cuanto a 
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los derechos reconocidos netos –hay dos conceptos que son los derechos reconocidos y la declaración 

liquidada y la diferencia ya sabe usted por qué, pero vamos a centrarnos en los derechos reconocidos 

netos-, la evolución en este cuatrimestre –le voy a dar datos de 30 de abril- es satisfactoria, es decir, 

están creciendo a un 17 por ciento. En los tributos de gestión propia, o sea, los tributos cedidos de 

gestión propia, básicamente el crecimiento es del 19,2 por ciento. El impuesto de sucesiones y 

donaciones ha bajado un poquito, aunque también aquí hay que tener en cuenta el efecto que ha 

tenido en este hecho el tema de la pandemia y todos los aplazamientos que ha habido en las 

liquidaciones en el pago, que se han dado las facilidades. En transmisiones patrimoniales onerosas 

estamos hablando de una subida de un 32 por ciento en este cuatrimestre, es decir, el mercado está 

muy activo en este momento. Igual que el de actos jurídicos documentados, que se está recuperando, 

un 23,8 respecto al año 2021, que durante el año pasado estaba un poquito deprimida esta 

recaudación. En los impuestos sobre el juego ha subido un 16,2 por ciento, pero, vamos, es una 

cantidad pequeña, estamos hablando de 37,9 millones frente a 32,6. Después, tributos propios es 

residual porque, como usted bien sabe, quitamos los tributos propios, lo que pasa es que las 

liquidaciones se han ido produciendo en el primer cuatrimestre. Los tributos cedidos de gestión estatal 

han bajado apenas un 3,7 por ciento, han pasado de 72,3 millones en el año 2021 a 69,3 millones de 

euros. El impacto más significativo es el impuesto sobre determinados medios de transportes, que, 

efectivamente, ha bajado un 9,6 por ciento, pasando de 63,7 a 57,6 millones de euros, debido a una 

situación un poco del mercado automovilístico y de las matriculaciones de los vehículos. 

Esta es la situación, la foto exacta a día 30 de abril de este año. Entendemos que en los 

próximos meses la tendencia seguirá en este sentido a espera de ver qué pasa con los mercados 

financieros y con la subida de tipos de interés; ya veremos. Todos los analistas dicen que puede haber 

una bajada en este tipo de temas, pero vamos a estar vigilantes, lógicamente. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra el señor diputado. 

El Sr. RUIZ BARTOLOMÉ: Gracias, presidente. Efectivamente, he hecho mención a esos 

tributos estatales porque yo creo que son los más representativos en cuanto a la recaudación, que es 

un poco lo que quería poner de relieve, pero está bien todos los datos que nos ha dado, que son 

bastante positivos en el sentido de recaudación, sobre todo por lo que veo en transmisiones 

patrimoniales y en actos jurídicos documentados. Esto a nosotros nos hace pensar que, en la situación 

en la que estamos -hay quien dice que podemos llegar a estar en un punto de estanflación, realmente 

tampoco estoy seguro de si eso es así, pero sí que es verdad que hay un estancamiento y que 

tenemos inflación, eso parece bastante evidente-, desde nuestro punto de vista creemos que es el 

momento para seguir reduciendo impuestos, para ayudar a las familias, porque lo están pasando mal, 

y para ayudar a los empresarios. Claro, no podemos basar este aumento de recaudación simplemente 

en que los precios han subido, porque la capacidad adquisitiva de la gente ha bajado y, con un 

consumo como el que tenemos, creemos que es un momento más que oportuno para poder progresar 

en estas reducciones de impuestos, por ejemplo, el impuesto de sucesiones y donaciones, que es un 

impuesto confiscatorio y abusivo, como usted bien sabe, o seguir reduciendo tramos en el IRPF o, 

como he comentado al principio, esas transmisiones patrimoniales onerosas que hemos traído aquí, 
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que ustedes no quisieron aprobar y que podrían incentivar el mercado inmobiliario, sobre todo para 

los jóvenes. No sé qué opina al respecto. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra el señor Menéndez. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Muchas gracias. ¿Qué tiempo 

tengo, señor presidente? 

El Sr. PRESIDENTE: Dos minutos. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Vale. Vamos a ver, señor 

Ruiz Bartolomé, yo creo que nadie discute el compromiso que tiene el Gobierno de la Comunidad de 

Madrid en materia impositiva a la hora de bajar impuestos. Hace un año que se constituyó esta 

Asamblea -creo recordar-, ¿no? Pues desde entonces se han llevado a cabo la bajada del 0,5 por 

ciento del tipo autonómico del IRPF en todos los tramos -en un año- y la eliminación de todos los 

impuestos propios de la Comunidad de Madrid. En estos momentos están en tramitación, como 

ustedes saben, deducciones fiscales relacionadas con la estrategia de natalidad, que ahora mismo 

está en audiencia pública y termina esta semana, con lo cual en poco tiempo lo elevaremos al Consejo 

y les llegará a ustedes el proyecto de ley, lógicamente; la ley de defensa de autonomía financiera, que 

se está discutiendo, a pesar de los vaivenes que ha habido se está discutiendo, y yo entiendo que en 

un futuro va a seguir viniendo algún tipo de iniciativa en materia impositiva, que estamos analizando y 

que veremos en las próximas semanas. Es decir, el compromiso es claro y la intención que tiene el 

Gobierno de la Comunidad de Madrid es seguir actuando sobre el terreno impositivo para generar 

mayor poder adquisitivo a las familias madrileñas y que siga la senda de crecimiento que hemos 

tenido y que en este momento ha convertido a nuestra región en la líder de España en cuanto a 

crecimiento y creación de empleo. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Señor Ruiz Bartolomé, le quedan veinte segundos. 

El Sr. RUIZ BARTOLOMÉ: Gracias. Bueno, básicamente, tengo que decirle que creo que 

también nuestro compromiso es bastante firme en este sentido, creo que lo hemos demostrado a lo 

largo de estos años, y, sinceramente, nos gustaría que nos apoyaran las iniciativas que también 

traemos nosotros, porque pensamos que son justas y que son adecuadas a la situación económica 

que está sufriendo el país, que es bastante complicada, y todo lo que podamos hacer en un escenario 

de incremento de degradación es poco. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Le quedan cuarenta segundos, señor viceconsejero. 

El Sr. VICECONSEJERO DE HACIENDA (Menéndez Aquino): Muchas gracias. Yo entiendo 

que se refiere a lo que se va a discutir mañana en el pleno, ¿no? No voy a hurtar el discurso del pleno 

en una comisión, evidentemente, con lo cual, mañana usted conocerá los argumentos del Partido 

Popular y el apoyo que tenga, si lo tiene, que lo desconozco, porque no estoy en este tipo de cosas. 

Desde luego, el compromiso es mutuo y estamos colaborando de una manera fluida, y yo creo que en 
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el año que resta de legislatura vamos a llevar a cabo acciones conjuntas y espero que exitosas para 

todos los madrileños. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor viceconsejero. Pasamos al quinto punto del 

orden del día. 

 

PCOC-1151/2022 RGEP.7370. Pregunta de respuesta oral en Comisión, a 

iniciativa de la Sra. D.ª Ana María Cuartero Lorenzo, diputada del Grupo Parlamentario 

Vox en Madrid, al Gobierno, se pregunta si considera que la Comunidad de Madrid utiliza 

de forma adecuada la contratación de emergencia. 

Ruego al representante del Gobierno, don Jorge Jiménez de Cisneros, director general de 

Patrimonio y Contratación, que tome asiento de nuevo. (Pausa.) Tiene la palabra para formular su 

pregunta la diputada del Grupo Parlamentario Vox, la señora Cuartero. Les recuerdo que, de 

conformidad con el artículo 196, el tiempo de sustanciación de la pregunta no podrá exceder de diez 

minutos, distribuido en cinco para el diputado y cinco para el representante del Gobierno que 

responda a las preguntas, en un máximo de tres turnos para cada uno de ellos. Señora Cuartero, 

cuando desee, puede formular su pregunta. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Gracias, presidente. Lo primero que quiero hacer es 

agradecer la presencia del director general y pedirle disculpas por mi ausencia la pasada semana, que 

fue, la verdad, un día un poco atropellado; siento no haberle podido avisar con tiempo. Pero, bueno, 

ya estamos todos aquí otra vez. 

Mi pregunta de hoy es acerca de si considera que la Comunidad de Madrid utiliza de forma 

adecuada la contratación de emergencia, pero sobre todo quería preguntarle, a raíz de todo el 

proceso que hemos hecho todos de revisión de los contratos de emergencia ocurridos durante la 

pandemia, cuáles son las lecciones aprendidas por parte del Gobierno de la Comunidad de Madrid, por 

parte de la Administración de la Comunidad de Madrid, que permitan subsanar aquellos errores que se 

hayan podido identificar, los aspectos fundamentales que ya en el pleno monográfico les resaltamos, 

la comprobación de que las empresas que se han contratado por emergencia realmente están 

habilitadas para prestar esos servicios o para suministrar esos productos. Hoy mismo tenemos la 

noticia de que una de las empresas que ha sido contratada realmente no disponía de homologación 

para suministrar los productos que trajo a España desde Shanghái. 

Por otro lado, quiero saber cuál es la capacidad real que tenían estas empresas, si estas 

empresas hubieran sido o no contratadas de no haberlo sido por el procedimiento de emergencia, de 

qué manera la Comunidad de Madrid valora el control que ha sido capaz de hacer sobre ellas y, por 

tanto, si ha desarrollado o piensa desarrollar algún procedimiento para mejorar este control, para que, 
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en caso de que en un momento determinado se tenga que volver a contratar o comprar por 

emergencia, podamos tener una mayor seguridad de que los procedimientos y los procesos de 

adquisición van a ser conformes ya no solo al artículo 120, sino realmente al espíritu de la ley, que se 

van a respetar los principios de libre acceso, competencia, concurrencia, igualdad de trato entre los 

licitadores, y sobre todo, que se va a prevenir que no se produce la nulidad de los actos 

administrativos ni la anulabilidad de estos. 

Me dejo un poco de tiempo por si necesito alguna aclaración. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra para contestar el señor Jiménez de 

Cisneros. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE PATRIMONO Y CONTRATACIÓN (Jiménez de Cisneros 

Bailly-Baillière): Gracias, señor presidente. Le agradezco las primeras palabras que me ha dirigido por 

no haber podido plantear la pregunta en la comisión de la semana pasada; perfectamente 

comprensible la situación por la que pasó, no hace falta ni pedir disculpas por ello. 

Señora Cuartero, nosotros creemos que desde la Comunidad de Madrid se ha utilizado de 

manera adecuada la contratación de emergencia. Como todos ustedes saben, el procedimiento de 

emergencia viene regulado por el artículo 120 de la ley de contratos y su uso excepcional debe estar 

justificado. Esto hace que, tradicionalmente, se haya recurrido a este procedimiento de manera muy 

limitada. Sin embargo, como todas sus señorías conocen, en 2020, con motivo del COVID, tanto 

desde la Comisión Europea como desde el Gobierno de España se promulgaron numerosas normativas 

para posibilitar todos los medios necesarios y al alcance de las instituciones para combatir la 

pandemia. Dentro de ellas, se permitió el uso generalizado del procedimiento de emergencia para que 

las distintas Administraciones se pudieran proveer de los servicios, suministros y obras necesarias 

para hacer frente al coronavirus. Así, en 2020, por parte de la Comunidad de Madrid se llevaron a 

cabo algo más de 4.500 contratos por el procedimiento de emergencia, que se han ido publicando en 

el Portal de la Contratación Pública y de los cuales se ha dado traslado a esta Cámara regional, a la 

Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación -OIReScon-, dependiente del 

Ministerio de Hacienda y Función Pública, así como a la Cámara de Cuentas de la Comunidad de 

Madrid para su fiscalización específica, a petición de esta misma comisión de la Asamblea. 

De estos contratos de 2020, el 85 por ciento fueron tramitados por hospitales y servicios 

centrales de sanidad y algo más del 6 por ciento por la Consejería de Políticas Sociales, que ambas 

tuvieron que dar respuesta más directa a la pandemia. De todos ellos, por tipo de contrato, el 81 por 

ciento fueron de suministros; el quince y pico por ciento, de servicios, y un 3,6 por ciento fueron 

contratos de obras, que se adjudicaron en su totalidad a 1.052 empresas diferentes, lo que demuestra 

una amplia distribución de los contratos dentro del tejido empresarial. 

En 2021, en cuanto a la cifra de contratos, según los últimos datos comunicados e inscritos 

en el registro de contratos, su número se redujo de forma muy drástica respecto a 2020, en un 75 por 
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ciento, y, de nuevo, más del 84 por ciento fueron gestionados por instituciones sanitarias públicas, 

puesto que siguió siendo la prioridad la atención a los pacientes COVID y la protección de los 

profesionales que los atendían, y un 10 por ciento correspondieron a la Consejería de Educación. Por 

tipo de contrato, un 70 por ciento fue de compra de suministros, un 26,25 para servicios y un 3,63 

para contratos de obras; todos ellos se adjudicaron a 579 empresas diferentes, lo que vuelve a 

demostrar que hubo una distribución entre el tejido empresarial bastante amplia. 

En 2022, que preguntó en la sesión anterior de la comisión, o hace dos, la representante de 

Unidas Podemos, el número de contratos de emergencia comunicados o inscritos en el registro de 

contratos, hasta mediados de mayo, ha sido de solo 13 expedientes, por 3,3 millones de euros. Todos 

han sido tramitados por la Consejería de Sanidad, salvo uno, por la de Familia y Política Social, 

también relacionado con el COVID. El 92 por ciento de ellos han sido de suministros y el 7 por ciento 

restante de servicios y adjudicados a trece distintas empresas. 

Por todo ello, queda demostrado que las cifras de contratación de emergencia, una vez que 

parecen superadas las fases más cruentas de la pandemia, están volviendo a las cifras habituales en 

una anualidad en la que el funcionamiento es -digamos- ordinario. Así, en 2018, el número de 

contratos de emergencia fue de 25 y en el año 2019 de 13. La tramitación de emergencia, como 

usted sabe, dejó de ser de aplicación generalizada a los contratos públicos que se celebraron para 

hacer frente al COVID debido a la derogación del artículo 16 del Real Decreto 7/2020, por el que se 

adoptaron medidas urgentes para responder al reto del COVID. No obstante, la tramitación de 

emergencia puede ser de aplicación en esos contratos si se cumplían los requisitos del artículo 120 de 

la ley de contratos, como establecía el apartado octogésimo de la Orden 572/2021, de 7 de mayo, de 

la Consejería de Sanidad. Dicho apartado concreta, además, por un lado, que deberá justificarse su 

necesidad e idoneidad, al objeto de mostrar la concurrencia de la circunstancia excepcional, 

respetándose siempre los límites para la utilización de la tramitación de emergencia, y que esta 

deberá ser apreciada por el órgano de contratación, cumpliéndose con las obligaciones de publicidad y 

transparencia. 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE PATRIMONO Y CONTRATACIÓN (Jiménez de Cisneros 

Bailly-Baillière): Respecto a la publicación de los contratos en el Portal de Contratación, tengo que 

decirles que disponen allí de la máxima información y que se han ido publicando a lo largo de todo 

este tiempo. Gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Corresponde ahora la palabra para su segundo turno a la 

señora diputada. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Gracias, presidente. Me quedo con su última afirmación, 

que nos dice que la información de los contratos efectuados por emergencia está disponible en la 

Plataforma de Contratación. Yo vuelvo a insistir en que incluso hemos pedido la asistencia de la 

letrada en la Comisión de Vigilancia de las Contrataciones precisamente para constatar que no está 
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disponible la información de todos esos contratos; normalmente, nada adicional al acuerdo de Consejo 

de Gobierno o a la referencia de la aprobación del expediente en el acuerdo de Consejo de Gobierno. 

Quiero recordarle también que el artículo 120 incide en que, una vez contratadas por este 

régimen excepcional las prestaciones, se debe observar todo lo dispuesto en la ley sobre el 

cumplimiento de los contratos, la recepción y la liquidación de la prestación. Me gustaría saber su 

valoración sobre los actos de recepción precisamente de todos esos contratos, si usted cree que las 

recepciones de todo el material que ha llegado desde China, desde Shanghái, al aeropuerto de 

Madrid-Barajas se han realizado como se debían realizar y si se tiene constancia de la validez de esos 

actos de recepción. 

La pregunta final que a mí me gustaría hacerle es si usted cree que no habría nada que 

mejorar en todo el procedimiento de adquisición de suministros o de servicios por emergencias; si 

usted cree que la Comunidad de Madrid no debería articular ningún proceso, ninguna vigilancia 

adicional, ninguna cautela que permitiese gestionar mejor este tipo de contratos en caso de que nos 

viéramos otra vez obligados a utilizar un procedimiento de emergencia. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra el señor Jiménez; le quedan apenas 

treinta segundos. 

El Sr. DIRECTOR GENERAL DE PATRIMONO Y CONTRATACIÓN (Jiménez de Cisneros 

Bailly-Baillière): Muchas gracias, señor presidente. Como saben, la publicación de los contratos 

corresponde a cada unidad de contratación, que es, además, la que tiene que hacer la recepción y 

demás en cuanto a la información. 

Me gustaría mencionar el informe de la Cámara de Cuentas de la Comunidad de Madrid 

sobre los contratos de emergencia de 2020, en el que dice que sobre el plazo de inicio de la 

presentación, la práctica totalidad de los contratos se han efectuado dentro del plazo establecido; que 

respecto a la adecuación del importe, en la mayoría de los contratos fiscalizados se ha cumplido 

correctamente las previsiones de gasto; que en cuanto a la adecuación de la prestación a la necesidad 

prevista se ha verificado que la prestación llevada a cabo se corresponde con el encargo, y que en 

cuanto a la publicidad en el perfil del contratante, en trámite de alegaciones, se ha aportado 

justificación de la oportuna publicación de todos los expedientes en el Perfil del Contratante. 

Por todo ello, tras las conclusiones de este informe, que seguro que todos ustedes conocen, 

se puede afirmar que la Comunidad de Madrid ha utilizado de forma adecuada la contratación de 

emergencia. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señor Jiménez. Señora Cuartero, le quedan cincuenta 

segundos. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Gracias, presidente. Para finalizar, le indico que, 

efectivamente, así como cada uno de los órganos de contratación es el responsable de la tramitación, 
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usted es el responsable de la Plataforma de Contratación de la Comunidad de Madrid. Por lo tanto, el 

incumplimiento de las obligaciones de publicidad de los expedientes, el incumplimiento de publicar 

toda la documentación correspondiente a esos expedientes de contratación es una responsabilidad 

compartida entre el órgano de contratación y el responsable de la Plataforma de Contratación. De otra 

manera, usted debería hacer algo para mostrarnos que ha hecho todo lo posible, que ha avisado a 

todos estos órganos de contratación de que lo único que tienen publicado es la aprobación por el 

Consejo de Gobierno de la autorización del gasto y ninguno de los documentos adicionales, ninguno 

de los contratos que se hayan formalizado. No creo que en todos los contratos que se hayan realizado 

por emergencia no haya habido ningún tipo de formalización documental de estos, que hayan sido 

todos contratos verbales, de esos 1.500 millones de euros que se han contratado por emergencia, 

creo que alguno se habrá materializado en un documento contractual, o debería haberse 

materializado en un documento contractual. 

El Sr. PRESIDENTE: Tiene que terminar, señora Cuartero. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Y que ese documento esté disponible a través de la 

plataforma es una responsabilidad compartida entre los órganos de contratación y usted como 

responsable de la Plataforma de Contratación de la Comunidad de Madrid. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Cuartero. Pasamos al sexto punto del orden 

del día. 

 

PCOC-1791/2022 RGEP.12892. Pregunta de respuesta oral en Comisión, a 

iniciativa de la Sra. D.ª Soledad Sánchez Maroto, diputada del Grupo Parlamentario 

Unidas Podemos, al Gobierno, con el siguiente objeto: coste que ha previsto el Gobierno 

que tendrá indemnizar a aquellos trabajadores y trabajadoras interinas que no superen 

los procesos que deberían servir para estabilizar el empleo público en la Comunidad de 

Madrid. 

Para responder en representación del Gobierno ruego que tome asiento doña Belén Anaut, 

directora general de Recursos Humanos. Buenas tardes. Tiene la palabra para formular la pregunta la 

señora Sánchez Maroto. Les recuerdo que, de conformidad con el artículo 196 del Reglamento, el 

tiempo de sustanciación de la pregunta no podrá exceder de diez minutos, distribuido en cinco para el 

diputado -diputada, en este caso- y cinco para la representante del Gobierno, correspondiendo un 

máximo de tres turnos para cada uno de ellos. Cuando desee, señora Sánchez Maroto, puede 

formular la pregunta. 

La Sra. SÁNCHEZ MAROTO: Gracias, presidente. Bienvenida, en primer lugar, señora 

directora general. La pregunta que traíamos hoy, después de que ya hemos hablado en ocasiones 
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anteriores de otras perspectivas de esta misma cuestión, hace referencia a si el Gobierno ha calculado 

o ha estimado -sería más correcto- el coste que tendrá indemnizar a aquellos trabajadores y 

trabajadoras interinas que no superen los procesos que deberían servir para estabilizar el empleo 

público de la Comunidad de Madrid. Le preguntamos esto porque nosotros en los procesos, tal y como 

se están planteando, tenemos mucha preocupación -ya lo hemos manifestado- por la 

descapitalización, la pérdida de experiencia y algunas otras cuestiones que creo que van a 

menoscabar, o pueden menoscabar, la calidad de los servicios públicos o la propia buena marcha de 

la Administración. 

Otra de las cosas que nos preocupaba precisamente -ya lo hemos manifestado en varias 

ocasiones- es el quebranto económico que va a suponer para las arcas públicas esta confrontación de 

trabajadores y trabajadoras que, sin duda, van a defender sus derechos y que, además -no solo en la 

Comunidad de Madrid, pero obviamente también en la Comunidad de Madrid-, llevaban mucho tiempo 

desempeñando sus funciones en fraude de ley. 

Queremos saber si tienen ustedes, que entendemos que sí tendrán, y sobre todo si han 

hecho el ejercicio de esas estadísticas o datos previos de los que puedan disponer de procesos 

anteriores que les puedan a ustedes permitir extrapolar los resultados de esos anteriores procesos y, 

a su vez, con esas extrapolaciones prever qué coste pueden llegar a tener estos procesos, y más la 

forma en la que los ha planteado o parece que los está planteando la Comunidad de Madrid. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra para contestar doña Belén Anaut 

Escudero, directora general de Recursos Humanos. 

La Sra. DIRECTORA GENERAL DE RECURSOS HUMANOS (Anaut Escudero): Buenas 

tardes, señoría. Gracias, señor presidente. Entiendo, señora Sánchez Maroto, que me está 

preguntando usted por el coste de la posible indemnización, porque ahora mismo es imposible prever 

el número de trabajadores interinos que superarán o no los procesos selectivos. Pues bien, el coste 

previsto para el personal interino que finalice su relación de empleo con la Administración como 

consecuencia de la no superación de los correspondientes procesos selectivos es del 5 por ciento de 

las retribuciones fijas por cada año de servicios prestados por el personal temporal, con un límite 

máximo de doce mensualidades. Esto es exactamente lo que establece la Ley 20/2021, de medidas 

urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público en su artículo 2, que reconoce 

“una compensación económica equivalente a veinte días de retribuciones fijas por año de servicio, 

prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de doce 

mensualidades”. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Señora Sánchez Maroto, tiene la palabra en su segundo 

turno. 

La Sra. SÁNCHEZ MAROTO: Bueno, como supondrá la señora directora general, ese dato 

ya lo conocíamos, es público y conocido, efectivamente, y lo estábamos manejando. Yo no le pido que 
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tenga usted una bola de cristal, obviamente, pero entiendo que hay datos estadísticos extrapolables 

de cuál es el porcentaje que puede haber o que pueden ustedes moverse en una horquilla 

determinada. ¿Por qué le pregunto esto? En primer lugar, porque creo que usted es perfectamente 

consciente de que, aparte de que la Ley 20/2021 es de obligado cumplimiento -como cualquier ley, y 

esto no trae nada nuevo-, dentro de ese obligado cumplimiento está el hecho de que tienen ustedes 

que tener identificados los puestos -es decir, las plazas- que van a entrar dentro de estos procesos y 

que la fecha tope para esa identificación es el 1 de junio. Estamos, si no me engaña mi ordenador, a 

18 de mayo y a nosotros nos preocupa mucho que no hayan hecho este ejercicio, que no lo tengan y 

que por eso nos estén diciendo que no se puede al menos estimar. Evidentemente, usted no puede 

calcular algo que no está ya encima de la mesa, pero sí pueden hacer estimaciones. 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto, señoría. 

La Sra. SÁNCHEZ MAROTO: Gracias, presidente. Nos preocupa muchísimo esto porque, 

además, y ustedes lo saben también, esta ley y estas plazas que deben estar identificadas para dentro 

de unos días forman parte del acuerdo que tiene el Gobierno de España y que está recogido en el 

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Por lo tanto, es un compromiso no solamente 

legal nuestro, sino con la propia Unión Europea. A mí me gustaría pensar que esto no es así, pero me 

gustaría mucho más que me lo dijera usted y me tranquilizase. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Tiene la palabra para contestar la señora Anaut Escudero. 

La Sra. DIRECTORA GENERAL DE RECURSOS HUMANOS (Anaut Escudero): 

Conocemos, obviamente, las fechas que vienen en la ley, somos perfectamente conscientes del plazo 

que tenemos para ello. 

Muchas de las cuestiones que plantea ya han sido contestadas en otras ocasiones por la 

directora general de Función Pública y a ellas me remito. La Ley 20/2021, de medidas urgentes para 

la reducción de la temporalidad en el empleo lo que prevé es un nuevo proceso de estabilización de 

empleo que incluirá las plazas estructurales, dotadas presupuestariamente, que hayan estado 

ocupadas de forma temporal e ininterrumpidamente al menos los tres años anteriores al 31 de 

diciembre de 2020. A este proceso de estabilización se podrán incorporar las plazas afectadas por los 

procesos de estabilización anteriores previstos en las leyes de presupuestos 2017 y 2018, siempre que 

no hubieran sido convocadas o que, habiendo sido convocadas y resueltas, hayan quedado desiertas. 

Por su parte, las disposiciones adicionales sexta y octava lo que habilitan, con carácter excepcional, es 

la convocatoria por concurso de méritos de aquellas plazas que, cumpliendo los requisitos anteriores, 

hubieran estado ocupadas de manera temporal e ininterrumpida con anterioridad a 1 de enero de 

2016 o plazas ocupadas de forma temporal por personal con una relación de empleo anterior a esa 

misma fecha. Hasta aquí, la ley. 

Estos procesos selectivos, tanto el concurso de oposición como el concurso de méritos, 

garantizarán en todo caso los principios de libre concurrencia, igualdad, mérito, capacidad y 

publicidad. Por tanto, se trata de procesos de consolidación de empleo temporal -que no de personas-
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, abiertos a la libre concurrencia de aspirantes, ya sea tanto por concurso oposición como por 

concurso de méritos. El resultado de estos procesos dependerá sin duda de diferentes factores, entre 

ellos, el número de aspirantes de la convocatoria, el número de estos aspirantes que tienen o han 

tenido una relación previa de servicios prestados con la Administración, el nivel de capacitación de los 

candidatos, las pruebas selectivas o los méritos aportados en su caso por los aspirantes, y la 

resolución de estos es, por consiguiente, incierta y muy difícil de prever. 

Señoría, permítame que le diga que si el Estado no ha sido capaz de estimar en la memoria 

de esta ley el impacto económico y presupuestario de estos procesos para el conjunto de las 

Administraciones e incluso para el propio Estado no sea yo quien aventure este resultado. Muchas 

gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. Señora Sánchez Maroto, le quedan veinte segundos. 

La Sra. SÁNCHEZ MAROTO: Usted sabe que hay cierto margen a la hora de hacer todas 

estas convocatorias. Yo lo único que les digo es que más vale prevenir que curar y, si se previene con 

datos cuantitativos, aunque provengan de estimaciones, normalmente lloraremos menos, nos 

haremos todos menos daño y estaremos más preparados. Les invito a ello. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra la señora directora general; le queda 

un minuto y cincuenta segundos. 

La Sra. DIRECTORA GENERAL DE RECURSOS HUMANOS (Anaut Escudero): Como ya 

he dicho anteriormente, es difícil estimar en estos momentos el coste económico de las 

indemnizaciones de estos procesos de estabilización por la variabilidad de factores que influyen. No 

obstante, en la medida en que se vayan desarrollando los procesos, se podrán ir ajustando las 

previsiones económicas necesarias, que, en todo caso, deberán estar presupuestadas para el ejercicio 

2024, ya que, conforme a la ley, la resolución de estos procesos selectivos debe producirse antes del 

31 de diciembre de esta fecha. Lo que sí puedo asegurar es que la Comunidad de Madrid hará frente 

a las compensaciones económicas que correspondan, en su caso, al personal interino que no supere 

los procesos selectivos en los términos que establece la ley. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señora directora general. Pasamos al séptimo punto 

del orden del día. 

 

C-1017(XII)/2021 RGEP.15479. Comparecencia de la Sra. Interventora General, 

a petición del Grupo Parlamentario Más Madrid, al objeto de informar sobre la valoración 

de los procedimientos de control interno de las convalidaciones de gasto en la Comunidad 

de Madrid. (Por vía del artículo 210 del Reglamento de la Asamblea). 

Tiene la palabra para explicar los motivos de la solicitud de comparecencia el portavoz del 

Grupo Parlamentario Más Madrid, señor Gutiérrez Benito, por tiempo de tres minutos. 
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El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Muchas gracias, señor presidente. Señora interventora 

general, ya sabe de mi interés por garantizar un buen uso del dinero de los madrileños y, como han 

proliferado muchísimo las convalidaciones de gastos de una forma espectacular y teniendo en cuenta 

que es un procedimiento excepcional convalidar un gasto que no ha seguido toda la normativa 

administrativa de contratación, me gustaría que usted valorase actualmente los procedimientos de 

control interno que tienen bajo su competencia. Le ruego que haga un ejercicio de confianza en los 

diputados de esta sala en el sentido de que hemos leído las normas y conocemos las normas; es 

decir, probablemente usted nos podrá ayudar a hacer una lectura más exhaustiva de esas normas, 

pero le rogaría que, por favor, no nos las leyese. 

En concreto, fundamentalmente, me interesa la valoración que hacen ustedes -como un 

cuerpo en el que todos los madrileños depositamos toda nuestra confianza, dado su carácter 

independiente, para garantizar que el ordenamiento jurídico no ha sido violentado con infracciones de 

algún tenor penal o con infracciones disciplinarias y, en concreto, relacionado con la convalidación, 

obviamente- de la aplicación del artículo 29, que tiene que ver con la omisión de la Intervención 

General, de la fiscalización previa, en el caso de las convalidaciones de gastos. Y, dado que usted 

misma ha dicho en esta sala que ha habido multitud de irregularidades, algunas de omisión de la 

fiscalización previa, me gustaría que usted compartiese con los representantes de los madrileños, 

haciendo una ligera abstracción de quién la nombra, cómo valora usted el uso y el abuso de las 

convalidaciones de gastos y del papel que tienen ustedes. Porque, como usted muy bien también ha 

dicho, una convalidación de gastos no subsana la omisión de fiscalización -esto lo ha dicho usted-. 

(Rumores.) Le voy a tener que recodar entonces el Diario de Sesiones. Con esto es suficiente. 

El Sr. VICEPRESIDENTE: Muchas gracias, señor Gutiérrez Benito. Tiene ahora la palabra, 

por tiempo máximo de diez minutos, la interventora general de la Comunidad de Madrid; cuando 

quiera. 

La Sra. INTERVENTORA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID (García Miranda): 

Muchas gracias, señor presidente. Señorías, buenas tardes. El motivo de mi comparecencia, según me 

han trasladado, es, efectivamente, valorar los procedimientos de control interno en las 

convalidaciones de la Comunidad de Madrid; comparecencia que tiene un contenido muy similar a la 

solicitada por el mismo grupo parlamentario y que tuvo lugar el pasado 16 de marzo, cuyo objeto fue 

informar sobre la fiscalización de las convalidaciones de gasto. Digo que es similar porque ambas 

tienen por objeto informar sobre convalidaciones; la primera de ellas se refería a su fiscalización y 

ahora se solicita información sobre la valoración de los procedimientos de control interno de las 

convalidaciones. En mi anterior comparecencia expuse la forma de actuación de la Intervención 

General cuando se plantea un expediente de convalidación por omisión de fiscalización previa. En ese 

marco, me referí a la regulación de la función interventora; a la diferencia que existe entre las 

funciones que realiza la Intervención en la fiscalización previa de un expediente, es decir, en el control 

previo de legalidad del mismo, y al papel que la normativa le atribuye en los supuestos de 

convalidación, que se manifiesta en los casos de omisión del trámite de fiscalización previa a través de 

un informe preceptivo, pero no vinculante. Informé sobre las circunstancias que deben concurrir para 
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que resulte necesaria la convalidación del gasto, las causas que pueden dar lugar a la omisión de 

fiscalización previa, el contenido del informe de la Intervención en relación con ese tipo de 

expedientes y cuáles son las comprobaciones que se realizan. 

Mi presencia aquí en el día de hoy para hablar del control interno de convalidaciones de 

gasto me obliga a una exposición muy similar a la que ya tuve ocasión de hacer, puesto que la 

Intervención es el órgano que tiene atribuido el control interno de la gestión económico-financiera del 

sector público autonómico. En esta ocasión, se ha eliminado de la solicitud de información el término 

“fiscalización” -término antagónico con el de con validación- y se ha sustituido por la expresión 

“valoración de procedimientos de control interno”. De nuevo, aquí tenemos un problema 

terminológico, porque la expresión “valoración” no encaja con las funciones que la Intervención tiene 

encomendadas. La Intervención General, órgano al que la ley atribuye el ejercicio del control interno, 

no puede entrar a valorar los procedimientos de control establecidos en las leyes y demás normas de 

desarrollo ni puede hacer valoraciones sobre un concreto tipo de expediente. Tal y como expuse en su 

momento, tales valoraciones no solo resultarían impropias, sino que además irían en contra de los 

principios reguladores del control interno y de la forma y modo en que las normas han establecido su 

ejercicio. 

¿Cuáles son estos principios? La Intervención, en el ejercicio de sus funciones, como 

cualquier órgano de la Administración pública, está sujeta, en primer lugar, al principio de legalidad, 

que en el contexto de esta comparecencia significa que debe realizar las funciones que la ley le 

atribuye, con el alcance establecido en la normativa reguladora de control interno, sin poder 

sobrepasar los límites que la norma le ha impuesto. Pero, además del principio de legalidad, la 

Intervención ejerce sus funciones bajo un principio de autonomía e independencia que se encuentra 

recogido en la normativa presupuestaria y, en concreto, en el artículo 16 de la ley de Hacienda. La 

autonomía no solamente se manifiesta por el hecho de nuestra independencia funcional, sino porque 

en el ejercicio de cualquiera de nuestras funciones analizamos actos, negocios jurídicos y expedientes, 

así como la existencia o no de un perjuicio para la Hacienda pública, pero no podemos valorar ni la 

oportunidad ni las motivaciones o las justificaciones de las actuaciones de las autoridades cuya 

gestión fiscalizamos. En definitiva, como ya expuse mi última comparecencia, la Intervención no hace 

ni puede hacer ninguna valoración sobre los expedientes de convalidaciones de gasto ni sobre 

cualquier otro que deba informar no solo por su carácter de órgano independiente sobre los entes 

sobre los que ejerce el control, sino también por el alcance y la forma de su propia actuación en los 

procedimientos de convalidación, que creo que expuse de forma exhaustiva en mi anterior 

comparecencia, para lo cual me remito al Diario de Sesiones. 

En todo caso, y aun a riesgo de resultar reiterativa y demasiado técnica, cumpliré con lo que 

me solicita la comparecencia. Si bien, por los motivos que acabo de exponer, no entraré a hacer 

ninguna valoración, informaré a esta comisión sobre el marco jurídico de las funciones de la 

Intervención, de sus procedimientos de control y de los principios que rigen el ejercicio del control 

interno. Desde mi última comparecencia no se han producido modificaciones legislativas respecto al 

tema que nos ocupa, por lo que, para que mí exposición sea un poco menos árida, no realizaré 
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referencias exhaustivas a las normas y trataré de resumir el contenido de los procedimientos. Les 

remito de nuevo al Diario de Sesiones del 16 de marzo para un mayor detalle. 

Quiero entrar ya en materia recordando y reiterando, como ya hice en marzo, cuáles son las 

competencias de la Intervención General como órgano de control interno de la actividad económico-

financiera del sector público de la Comunidad de Madrid, atribuidas tanto por la ley de Hacienda como 

por el decreto que desarrolla el régimen de control interno, que, como ya he dicho en otras ocasiones, 

se desempeñan por la Intervención General y por las intervenciones delegadas bajo el principio de 

plena autonomía respecto de autoridades y entidades cuya gestión controlan, y tienen por objeto 

controlar y comprobar que la ejecución del gasto público se ejecuta con respeto y adecuación al 

principio de legalidad, a los principios de buena gestión financiera y a las normas y principios de la 

contabilidad. Si por procedimientos de control interno, en alusión al objeto de la solicitud de 

comparecencia, entendemos las diferentes formas de ejercicio de este control -esto es, la función 

interventora, el control financiero y el control contable-, el expediente de convalidación por omisión de 

fiscalización previa no se enmarca en ninguno de ellos. 

Las notas características del procedimiento, que se ha denominado convalidación del gasto, 

sus particularidades y el papel de la Intervención serían las siguientes, de forma muy resumida. Es un 

procedimiento que solo resulta de aplicación cuando un acto, expediente o negocio jurídico que tenía 

que haberse sometido a informe de Intervención no es sometido a este trámite, no pudiéndose 

reconocer la obligación, tramitar el pago ni intervenir favorablemente estas actuaciones hasta que se 

someta lo actuado a la decisión del Consejo de Gobierno. En segundo lugar, pero no menos 

importante, la convalidación por omisión de fiscalización de un expediente no subsana sus defectos, 

únicamente permite continuar con su tramitación o bien, si la ejecución de la obra, la prestación de 

los servicios o la entrega de los suministros ya se ha realizado, abonar al tercero lo efectuado. En 

cuanto a su justificación, radica en que, como se ha producido un acto administrativo frente a terceros 

que presenta una apariencia de legalidad, la Administración, en cumplimiento de los principios de 

buena fe del tercero y la doctrina del enriquecimiento injusto, asume las consecuencias de las 

actuaciones realizadas. En cuanto a la emisión del informe por parte de la Intervención, tiene 

trascendentales diferencias respecto al informe fiscal. El informe fiscal es un informe administrativo 

preceptivo y vinculante, con unos efectos jurídicos muy especiales: la responsabilidad frente a la 

Hacienda pública de quien lo emite y la suspensión del procedimiento cuando no hay conformidad, así 

como en el supuesto de que se emita. Por el contrario, el informe que preceptivamente debe emitir la 

Intervención en el expediente de convalidación no tiene carácter vinculante. El Consejo de Gobierno 

puede separarse del mismo, no implica una manifestación de opinión en relación con él, limitándose a 

señalar las irregularidades existentes en el procedimiento, pero sin que estas se subsanen o se 

comparta la justificación de la actuación que pueda realizar el gestor. El interventor delegado general 

constata las vulneraciones del ordenamiento jurídico que se han producido al adoptarse el acto 

administrativo no fiscalizado y las prestaciones que un tercero ha realizado como consecuencia de 

dicho acto. Hará referencia, el informe del interventor, a las infracciones del ordenamiento jurídico, a 

las prestaciones que se hayan realizado y a la posibilidad o conveniencia de la revisión de los actos 

con infracción del ordenamiento jurídico; en este último apartado se analiza si sería más conveniente 
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para la Hacienda pública proceder a la revisión de oficio del acto viciado. En este sentido, se parte del 

principio de que por economía procesal la revisión solo tendrá sentido cuando se presuma que la 

Administración asumiría un coste menor acudiendo a ella. Solo cuando estos extremos han quedado 

verificados el interventor general firma la comunicación al Consejo de Gobierno para que el 

expediente pueda ser sometido a su consideración. El expediente de convalidación finalizará con el 

acuerdo del Consejo de Gobierno, favorable, en su caso, sobre el asunto, que, como he dicho en 

varias ocasiones, solo subsana la omisión de fiscalización -eso sí lo subsana, pero no el resto de 

defectos- y tiene como consecuencia el levantamiento de la suspensión del procedimiento de 

ejecución del gasto, pudiéndose reconocer la obligación y trámite de pago de las prestaciones 

realizadas. Muchas gracias. 

El Sr. VICEPRESIDENTE: Muchas gracias, señora García Miranda. Ahora es el turno de los 

grupos parlamentarios por tiempo máximo de siete minutos cada uno. Tiene la palabra el Grupo 

Parlamentario Unidas Podemos; señora Sánchez Maroto, cuando quiera. 

La Sra. SÁNCHEZ MAROTO: Gracias, presidente. Gracias, señora interventora general, por 

venir de nuevo. Le tengo que decir que ha sido un poco más ameno que la otra vez. (Risas.) Ha sido 

menos técnico. Voy a aprovechar para hacerle algunas preguntas por mero desconocimiento de los 

procedimientos. Son preguntas directas e igual le parecen un poco tontas, pero la verdad es que me 

gustaría que me las contestase así, en esta línea un poco más accesible de discurso para los que no 

son muy duchos en la materia que ha traído hoy. 

Me gustaría que me dijera cuál es el proceso posterior de estos expedientes, es decir, si 

después vuelven a pasar por la Intervención o ya se subsanan y no es necesario que vuelvan a hacer 

todo el circuito. Porque entre las cosillas que quizá no tenga muy claras esta es una de ellas. Luego, 

en su exposición comenta que realmente ustedes indican exclusivamente -de manera, se entiende, lo 

más aséptica posible- cuáles son los defectos de un expediente. Sin embargo, siempre en las 

intervenciones los interventores -permítame que se lo diga así- en los ayuntamientos o en cualquier 

Administración pública son muy temidos, es decir, si algo no pasa, no pasa el visto bueno de la 

intervención. Es un poco contradictoria esa asepsia que usted declara -y que probablemente sea como 

tiene que ser el procedimiento- con el día a día en cualquier Administración pública, y cualquiera que 

haya pasado por un ayuntamiento o cualquier otro tipo de Administración sabe la importancia que 

tiene el visto bueno de la Intervención, evidentemente, porque, si no, no pasa. Entonces, sin maldad, 

le pregunto esto: ¿realmente -me puede contestar, si usted quiere, o me puede no contestar- usted 

piensa que es tan aséptico y que no tiene como un ascendente que va un poco más allá de lo que 

usted nos ha contado? Quiero decir, que tiene mucho más peso que decir: bueno, yo te lo dejo aquí y 

esto ya está. Yo creo que además se recurre muchísimo a los interventores en las Administraciones 

públicas como fuente de sabiduría extrema de absolutamente la última puntilla que hay que darle a 

cada descosido, entonces, no sé, ya que ha humanizado usted un poco más en el día de hoy el 

discurso, quizá, pueda hacer algo un poco más al hilo de esto o en la línea que le he preguntado. Le 

doy las gracias. Buenas tardes. 
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El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. A continuación es el turno del Grupo Parlamentario 

Vox por un tiempo máximo de siete minutos. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Gracias, presidente. Señora interventora general, yo la 

verdad es que voy a ir a una parte quizá menos elevada en cuanto a nivel técnico, pero quiero poner 

un ejemplo para que todos sepamos de lo que estamos hablando. Quiero traer el acuerdo de 

Gobierno de 7 de julio de 2021, por el que se convalida el gasto relativo a un servicio de vigilancia y 

seguridad de los centros de atención especializada adscrito al Sermas. Este es un ejemplo, pero como 

este tengo mil, más o menos. Este servicio se presta por la empresa Alerta y Control durante el 

periodo del 1 al 28 de febrero del año 2021, por un importe de 584.502 euros, es decir, medio millón 

de euros largo. En la anterior intervención, cuando hablaba con el director general de Patrimonio y 

Contratación, yo le hablaba ya no solo del cumplimiento de los requisitos formales de la ley de 

contratos, no, sino de los principios que rigen la contratación en las Administraciones públicas: 

igualdad de trato, competencia, concurrencia, transparencia..., que al final son los principios 

inspiradores que deben de guiar la actuación pública. Bueno, pues esta convalidación de gasto 

procede de un contrato por un plazo de ejecución de treinta y tres meses y medio comprendidos entre 

el 16 de septiembre de 2013, ¡2013!, y el 30 de junio de 2016, pudiéndose prorrogar por una 

duración máxima de treinta y seis meses; es decir, incluso podríamos llegar a 2019. Pero es que este 

acuerdo de convalidación es de 7 de julio de 2021 para convalidar durante el periodo del 1 al 28 de 

febrero de 2021; es decir, dos años después de finalizado incluso el periodo de prórroga, el Consejo 

de Gobierno sigue aprobando convalidaciones de gasto. 

Entonces, entramos y aquí cuenta toda la historia del contrato: el 30 de junio de 2016 se 

firma una primera prórroga de veinticuatro meses, desde el 1 de julio de 2016 al 30 de junio de 2018, 

por las condiciones, lógicamente, pactadas en los pliegos; el 29 de junio de 2018 se firma una 

segunda prórroga. Luego, dice: Una vez finalizado este periodo máximo establecido por ley, incluidas 

las correspondientes prórrogas... Y dice: estando en tramitación la licitación del nuevo contrato. Oiga, 

lo primero es que cuando se finaliza la prórroga, el otro contrato, en una Administración diligente, 

tiene estar adjudicado. ¿Cuándo se va a decidir, sea la Comunidad de Madrid o sea quien sea, a 

decirle a los órganos de contratación que las prórrogas no están obligatoriamente para ejecutarlas? El 

periodo de prórroga no es necesario agotarlo. Tú tienes una ejecución de un año y, para cuando 

termine ese año, deberías tener preparado el expediente. ¿Que luego se te atrasa, te ponen un 

recurso o lo que sea? Vale, tira de la prórroga, pero la competencia, concurrencia, igualdad de trato, 

no discriminación, adecuación de los precios... Recordemos que tenemos una ley de desindexación de 

la economía que nos dice que hagamos todo lo posible por adecuarnos al mercado sin utilizar 

cláusulas de revisión de precio. 

¿Y qué tenemos aquí? Que el Consejo de Gobierno en pleno aprueba que en el año 2021 se 

siga, por un proceso de convalidación de gasto, pagando a una empresa, que se llama Alerta y 

Control, que presentó su oferta en el año 2013, en el año 2013. Entonces, dice: La empresa expresó 

que, para que fuera viable económicamente esto, no podía seguir prestando el servicio aplicando los 
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precios por los que se adjudicó en el año 2013. Claro, pero si ha subido el salario mínimo 

interprofesional. 

Entonces, se puede cumplir toda formalidad que ustedes quieran en este informe, pero da 

vergüenza leer este tipo de informes de convalidación de gasto. Formalmente serán admisibles, no 

digo que no, pero de verdad el Consejo de Gobierno aprueba sin sonrojarse que un contrato que se 

adjudicó en 2013... Ya no quiero ni entrar a saber si la empresa Alerta y Control Seguridad es de las 

que incumplen los convenios colectivos, ¡es que no quiero ni entrar a saber! Lo que yo sé es que 

cualquier empresa de seguridad que quisiera licitar para adjudicarse este contrato no lo está pudiendo 

hacer y que dos años después de publicarse... Y estoy segura de que esta no es la última 

convalidación de gasto, porque yo este expediente no lo he encontrado en la Plataforma de 

Contratación del Sector Público; estoy segura de que no es la última convalidación. Entonces, ¿qué es 

lo que pasa en el Consejo de Gobierno cuando llega una convalidación de gasto de este tipo? En los 

pisos de MENA que se contrataron en el año 2018 por procedimiento de emergencia los hay que 

siguen activos por con validación de gasto, ¿y nadie se sonroja? ¿Pero qué es esto? ¿Pero qué es 

esto? Esto ya no es ni ley de contratos ni nada, esto es una vergüenza, señores, ¡esto es una 

auténtica vergüenza! ¿Que cumple la formalidad? Pues sí, a lo mejor cumple la formalidad; 

sinceramente, me da exactamente igual, me da exactamente igual, esto no puede ser así. Porque esto 

no es recurrible, es que no es recurrible; nos amparamos en evitar supuestamente el enriquecimiento 

indebido de la Administración para que la Administración actúe de forma totalmente contraria a la 

libre competencia. 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto, señoría. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Y estas convalidaciones de gasto se publican un día sí y 

otro también en los acuerdos del Consejo de Gobierno. Luego, vendrá el señor de Más Madrid y dirá 

que es culpa mía, por ser de Vox. No, perdón, aquí lo bueno es que administrativamente las 

responsabilidades están perfectísimamente definidas, y yo le aseguro que mías no son, la aseguro que 

mías no son; ni políticas ni administrativas, ninguna, ninguna, porque yo no estoy en el Consejo de 

Gobierno. Otra cosa es que yo, efectivamente, haya prestado mi voto. 

Señoría, yo sé que usted me entiende perfectamente, sé que está absolutamente de 

acuerdo conmigo, porque no puede ser de otra manera; he trabajado mucho en mi vida con 

interventores y conozco el trabajo que hacen y a lo que se enfrentan constantemente. Espero que 

alguien tome nota, que alguien que asista al acuerdo del Consejo de Gobierno levante la voz y diga: 

Esto no puede ser, esto es una auténtica vergüenza. 

El Sr. PRESIDENTE: Tiene que terminar, señoría. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Y, sobre todo, es tan fácilmente evitable como que los 

órganos de contratación publiquen en tiempo y forma sus procedimientos de contratación, al menos 

cuando son millones de euros los que están en juego. Muchas gracias. 
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El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Cuartero. A continuación es el turno del Grupo 

Parlamentario Socialista, señor Fernández Lara, por un tiempo máximo de siete minutos. 

El Sr. FERNÁNDEZ LARA: Gracias, señor presidente. Gracias, señora interventora general, 

por su comparecencia en la comisión. Se lo agradezco desde el punto de vista sobre todo de que 

usted sigue siendo una habilitada nacional independiente y le agradezco, por tanto, que en esa 

condición comparezca hoy también en la comisión. La verdad es que importante será la figura de la 

interventora general, yo no lo dudo, y además no contamos todos los días el resto de portavoces con 

el consultor, que seguro que usted sí tiene al consultor encima o con esa interacción que suelen tener 

además entre todos los interventores incluso para arreglar asuntos o para mejorar en la gestión o en 

esos mecanismos de gestión y control interno que yo creo que deben perseguirse no solo por el 

Gobierno, sino también por la por la Intervención General. 

Solo voy a hacer una referencia al último apartado de la intervención de la señora Cuartero, 

de Vox. La verdad es que, efectivamente, si la calificación que ha hecho sobre un contrato -imagino 

que habrá otros que tengan también otra casuística- es que es una vergüenza y que es inaceptable, 

pues hombre, yo le diría a la señora Cuartero que ya sabe usted lo que tiene que hacer, ya sabe usted 

lo que tiene que hacer, y normalmente lo que hacen es lo contrario. 

En el Grupo Parlamentario Socialista hemos escuchado con atención, lógicamente, lo que 

usted ha manifestado y ¿qué es esencial para nosotros o qué es importante para nosotros? Lo hemos 

comentado en otras ocasiones, incluso con usted también, que cuando se analiza el procedimiento o 

determinada parte del procedimiento se deben aplicar en los supuestos que sean pertinentes de 

omisión de la preceptiva fiscalización previa y también en aquellos casos de incumplimiento de otros 

trámites esenciales en la adopción del acto que derive sobre todo en obligaciones económicas, es 

decir, aquellos en los que sea necesario que haya esa fiscalización previa pues que no se produzca la 

omisión, y así creo que les corresponde, lógicamente, a ustedes hacerlo. Esa es la relevancia que 

nosotros le damos también, lógicamente, a la figura la interventora general en este caso y a los 

interventores en general en el procedimiento que conduce al gasto público en estos casos. Además, 

siempre acudimos a ustedes; yo lo hacía antes en el Ayuntamiento de Alcalá de Henares, y supongo 

que aquí también lo harán, en el ejercicio de sus funciones, para que actúen con responsabilidad y 

decidan sobre algo que puede tener consecuencias, como usted bien ha explicado: se puede dejar de 

paralizar un trámite o se puede paralizar otro, se puede hacer una suspensión, se puede hacer un 

reparo -entiendo-, y debe ser aceptado o no o asumido o no por el Consejo de Gobierno. Al fin y al 

cabo, la gestión de los fondos públicos exige la adecuación a las normas que rigen también esta 

gestión y, además, con el fin de que los ciudadanos, que son los principales aportadores también de 

los ingresos públicos, tengan la garantía de la correcta inversión de los fondos que ellos mismos han 

autorizado a gastar a través de sus representantes en la Asamblea o, en este caso, el equipo de 

gobierno. 

La propia ley de transparencia fija unos principios fundamentales de actuación de los 

poderes públicos y tipifica, como usted bien sabe, las infracciones en materia de gestión económico-
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presupuestaria, entre las que figura la omisión, como decíamos antes, del trámite de intervención 

previa a los gastos, obligaciones y pagos cuando esta resulte preceptiva. Yo no sé si esta es una 

actuación habitual -lo desconozco y por eso se lo pregunto- dentro del Gobierno de la Comunidad de 

Madrid o no, o si tienen que emitir ustedes muchos informes en este sentido, cuando, como decía, 

resultaba preceptiva. Es verdad que tienen ustedes atribuida -o se atribuye a la Intervención- esa 

fiscalización previa a los expedientes de gasto, que puede definirse -entendemos- como un control de 

legalidad llevado a cabo con carácter previo a la adopción de un acto concreto, un acto de gestión 

concreto. 

La convalidación de este gasto es verdad que es un procedimiento que permite aprobar 

gastos realizados en el ejercicio en curso que se ha tramitado prescindiendo del procedimiento 

adecuado tanto en relación con su tramitación administrativa como en los aspectos presupuestarios, y 

la competencia -yo quiero verificarlo, aunque usted ya lo ha dicho-, lógicamente, para la convalidación 

de los actos administrativos de contenido económico corresponde realmente a la Junta de Gobierno. 

Entiendo que es a lo que usted se refería antes con el informe no de carácter vinculante. A fin de 

cuentas, la Intervención General es el órgano de control encargado de realizar las funciones de 

control interno y podrá realizarlas de forma previa -entiendo-, las podrá realizar de forma inmediata o 

las podrá realizar con posterioridad a los acuerdos y decisiones de contenido económico que adopten 

los responsables, en este caso, la Junta de Gobierno o la Comisión de Gobierno de la Comunidad de 

Madrid. Entiendo que eso debe ser así y me gustaría, lógicamente, que también nos lo confirmara. 

Para terminar, simplemente haré un apunte sobre los contratos de emergencia. He leído en 

algún sitio, en algún texto normativo, que si de la fiscalización de la cuenta justificativa se deduce que 

incluyen gastos por actividades que no tengan el carácter de emergencia, aunque estuvieran dentro 

de esos contratos de emergencia, debería recogerse en el informe la cuenta justificativa y se dará 

traslado de este a la Intervención General. 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto, señoría. 

El Sr. FERNÁNDEZ LARA: Termino. Quiero decir que si ha habido contratos también que 

tienen actividades fuera que no tuvieran carácter de emergencia y de los que se le ha dado a usted 

traslado como interventora general y que la actuación de la Intervención viene referida 

exclusivamente a la tramitación del pago a justificar, así como la fiscalización de la cuenta justificativa, 

sin perjuicio del informe, la comunicación, que pudiera emitir al Consejo de Gobierno, que usted 

también lo ha dicho, del acuerdo adoptado y de la comprobación material de la inversión en su caso. 

Quiero saber si, efectivamente, eso también es así. Muchas gracias nuevamente por su presencia. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández Lara. A continuación es el turno del Grupo 

Parlamentario Más Madrid por un tiempo máximo de siete minutos; cuando quiera, señor Gutiérrez 

Benito. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Muchas gracias, señor presidente. De acuerdo con el artículo 

29 del Decreto 45/1997, en el momento que hay omisión de la fiscalización previa, todo interventor 
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delegado debe emitir un informe que precise las infracciones del ordenamiento jurídico, las 

prestaciones que se han realizado con ese pago a cuenta o en ese acto de pago a cuenta, la 

posibilidad o conveniencia de revisión de los actos dictados con infracción del ordenamiento, es decir, 

lo que usted llamaba revisión de oficio, que cabe la posibilidad de que el informe de la Intervención 

solicite la revisión de oficio de ese acto administrativo que ha omitido la fiscalización de ustedes. De 

todos esos informes tiene usted conocimiento, porque el artículo 29 precisa claramente que se 

remitirán a la Intervención General: “Los interventores delegados darán cuenta de su informe a la 

Intervención General de la Comunidad de Madrid en el momento de su emisión”. Es decir, que uste 

tiene conocimiento o tiene ocasión, con sus equipos, de conocer el contenido de todos esos informes 

que -algunos de ellos- pueden estar describiendo infracciones del ordenamiento jurídico que lleven a 

algo que la Ley de Contratos del Sector Público considera como nulidad. Y, como sabe usted, la Ley 

de Contratos del Sector Público considera como motivo de nulidad la carencia o insuficiencia de 

crédito presupuestario. Como usted tiene conocimiento de todos esos informes, como usted tiene 

conocimiento del abuso de las convalidaciones de gasto, es decir, de la omisión de la fiscalización 

previa, yo le preguntaba por la valoración: ¿qué conclusiones saca usted de las múltiples 

irregularidades -que es posible; presuntas- que forman parte de los informes de los interventores 

delegados que han llegado respecto de estas convalidaciones de gasto? ¿Pudiera ocurrir que algunos 

de esos informes describiesen actos de incumplimiento del ordenamiento jurídico que diesen lugar a lo 

que usted decía de que la tipología de defectos en la tramitación es muy amplia y la responsabilidad 

en la que podrían incurrir los gestores que intervienen en la tramitación irregular del expediente 

pudiera ser responsabilidad disciplinaria patrimonial o contable? ¿Tiene usted conocimiento de que 

hay informes que le han llegado a usted de todos los interventores delegados que recogen alguna de 

estas tipologías de defectos de tramitación que pudieran haber dado lugar a solicitud de revisión de 

oficio de actos de convalidación? Evidentemente, teniendo en cuenta el abuso y la proliferación de 

actos administrativos de contratación, que no han sido por motivo de emergencia, que no han 

contado con la fiscalización previa de la Intervención que ha tenido lugar en 2021, e incluso en 2022, 

señora interventora general, que sepa usted que vamos a seguir preguntando, y vamos a seguir 

preguntando por cosas ya muy concretas, para que usted no nos vuelva a leer el artículo 29 de la 

omisión de la Intervención del decreto que regula los procedimientos de control interno de la 

Intervención General de la Comunidad de Madrid. En concreto, ¿tiene usted conocimiento del informe 

del interventor delegado que ha debido emitir informes para diecinueve convalidaciones de gasto que 

han tenido lugar en el año 2022, es decir, en este año diecinueve convalidaciones de gasto, por valor 

de 16.808.363,14 euros, en la Consejería de Familia, Juventud y Política Social, que hacían referencia 

a cincuenta y siete facturas del ejercicio anterior? Como sabe usted, con la ley de presupuestos eso 

no se puede hacer. Para mi grupo parlamentario es asombroso que la Intervención General haya 

tenido acceso a múltiples informes de todo ese tipo de convalidaciones y no haya valorado -por eso 

decía valoración de los procedimientos de contratación- que, efectivamente, ha habido algo más que 

infracciones del ordenamiento jurídico. Señora interventora, no nos queda más remedio que seguir 

insistiendo. 
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Nos sorprende muchísimo, en la línea de la preocupación que manifestaba la portavoz del 

Grupo Parlamentario Vox, que se paguen a cuenta contratos ya caducados y vencidos un mes detrás 

de otro a una empresa -bueno, a varias, pero una en concreto- que se llama Alerta y Control. Así que, 

señora interventora, le vamos a solicitar comparecencias ya específicas, no genéricas de 

convalidaciones, de fiscalizaciones, no, ¡específicas!: cuál es el informe de la Intervención General 

sobre esta convalidación, esta convalidación y esta convalidación. Aparte de que se lo vamos a 

solicitar por escrito. 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Lo digo porque queremos tener acceso a la relación detallada, 

con fechas y referencia oficial, de todos los informes remitidos por los interventores delegados a 

usted, en cumplimiento del apartado 2 del artículo 29 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el 

que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la 

Comunidad de Madrid, porque, dado que usted ha visto que hay muchas irregulares de muchos tipos, 

somos partidarios de ver negro sobre blanco qué responsabilidades contables, presupuestarias y 

penales, si fuera el caso, ha habido en el uso y abuso de la legislación de contratos del sector público. 

Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. A continuación es el turno del Grupo 

Parlamentario Popular por un tiempo máximo de siete minutos. 

El Sr. BALLARÍN VALCÁRCEL: Buenas tardes, señor presidente. Buenas tardes, señora 

interventora general. Esta es la repetición de la sesión que tuvimos el día 16 de marzo, y no se ha 

aportado nada nuevo porque ya le ha dicho la interventora general, señor Gutiérrez, que esas 

preguntas a quien debería de hacérselas, si usted quiere añadir valor a sus intervenciones, sería al 

órgano de contratación, y para eso está además la Comisión de Vigilancia de las Contrataciones, 

porque el responsable, desde el principio hasta el final, incluso hasta la recepción del material y del 

pago al contratante, es el órgano de contratación, normalmente la dirección general, y, si es un 

órgano administrativo o de carácter comercial, el gerente de ese órgano administrativo de la 

Comunidad de Madrid, nunca, nunca, ningún interventor delegado y nunca ningún Intervención 

General. Usted confunde la labor fiscalizadora con la labor ejecutiva. Es como si usted a un juez le 

diese la posibilidad de que valorase, de que opinase, sobre la aplicación de la ley. Los jueces y, en 

este caso, la Intervención General son un poder distinto, un poder arbitral, que se limita a estudiar 

casos concretos y a fiscalizarlos o no, pero no valora la actuación de ningún órgano administrativo, y 

menos en general de la actuación del Gobierno, como dice usted, esos abusos de las convalidaciones. 

No pueden hacer valoraciones, se limitan a interpretar y a aplicar la ley, exactamente como los jueces. 

Para valorar está usted, usted sí que tiene que valorar; valore usted, que ya sabemos además -porque 

usted es muy predecible- lo que va a decir, pero no le pida a la interventora general que haga una 

valoración, porque eso no está dentro de sus funciones. 
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Miren, las convalidaciones cada una es un mundo. Yo entiendo que ustedes, en Más Madrid, 

no gobiernan -bueno, ahora hablaré de dónde han gobernado- y van a estar mucho tiempo sin 

gobernar, pero es que una convalidación puede ser que en el órgano gestor interprete de una manera 

la ley de contratos del Estado y piense que lo ha hecho bien y el interventor no lo fiscaliza, porque 

considera que no, y en esa lucha de interpretaciones de la ley, que es única pero con dos 

interpretaciones, como pasa con los fiscales y con los jueces -a ver si llevándolo al Poder Judicial lo 

entiende usted, un fiscal y un juez, con los mismos hechos, cada uno tiene una interpretación-, ¿qué 

prevalece? Prevalece la postura del interventor hasta que llega al Consejo de Gobierno y ahí se 

convalida el gasto, que, aunque a usted le pese, es una de las maneras que contempla la ley de 

contratos del Estado para aprobar la ejecución de los gastos. Efectivamente, no se somete a 

intervención, porque en un acto administrativo frente a terceros tiene que estar protegido aquel 

tercero de buena fe y sobre todo que no se produzca un enriquecimiento injusto por parte de las 

Administraciones públicas, en este caso de la Comunidad de Madrid. Por tanto, la interventora general 

no le puede decir a usted si ha tenido o puede tener conocimiento de un abuso, porque le está usted 

dando un papel de interpretar una cuestión de oportunidad política que, vuelvo a decir, no le 

corresponde a ella; a ella le corresponde, a través de sus interventores delegados y en algún caso 

cuando llega procesalmente a la Intervención General, emitir informes de fiscalización o emitir 

informes que van al Consejo de Gobierno, pero no le corresponde ninguna otra función en ese 

sentido. 

Claro, entre todo esto que he visto yo, lo más positivo es cuando usted habla de que va a 

ser constructivo -eso me parece bien-, y entonces, en vez de preguntar por cosas generales, que no le 

puede contestar la interventora general, va usted a preguntar por un contrato en concreto, en este 

caso habla usted -que yo no conocía- de diecinueve convalidaciones por 16 millones en la Consejería 

de Familia. Pero no llame a la interventora general para que le conteste, porque no es esa su función. 

Tiene que llamar al órgano de contratación, que es el que le tiene que dar cuenta. ¡Es como si para 

decir si un equipo de fútbol ha jugado bien o mal un partido llaman al árbitro! Hombre, lo lógico será 

llamar al equipo de fútbol, que es el que tiene que sacar adelante el resultado. Ellos se limitan a 

interpretar la ley de contratos del Estado y decir si ha habido, en todo ese trámite, que puede haber 

una tipología infinita, alguna irregularidad, alguna deficiencia, en el trámite meramente administrativo. 

Por tanto, no hay una opinión general que pueda emitir ni por supuesto la interventora 

general ni ningún otro órgano dependiente de los interventores delegados en cada consejería, sino 

meramente una aplicación. Efectivamente, si pasamos de lo general a lo concreto, ahí sí podíamos ser 

constructivos, y yo estoy encantado de que sea en esta comisión, pero la comisión ideal para ello, que 

lo viene haciendo y lo hace todos los meses, es la Comisión de Vigilancia de las Contrataciones. Pero 

insistan ustedes por ahí, que tantas veces venga, tantas veces le diremos lo mismo la interventora 

general como yo mismo. 

Por otro lado, a mí me resulta tremendamente obsceno que el partido de Más Madrid, que 

es el campeón de las convalidaciones, porque no saben gobernar nada, ni siquiera una comunidad de 

vecinos, cuando gobernó el Ayuntamiento de Madrid fue el campeón de todas las convalidaciones con 
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la señora Carmena. También es verdad que ahora seguramente tendrán que abjurar de Carmena y 

seguramente ahora se inventarán otro candidato para que, luego, nosotros tengamos que adjudicarle 

a Carmena a los cuatro concejales que están en el Grupo Mixto o vaya usted a saber, porque de 

Podemos pasaron a Más Madrid y de Más Madrid han pasado ahora a no sé qué. 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto, señoría. 

El Sr. BALLARÍN VALCÁRCEL: Miren, ustedes no tienen legitimidad ni autoridad para 

hablar de convalidaciones, y, si quieren hablar, hablen de casos concretos y, seguramente para la 

buena marcha de esta comisión, en la Comisión de Vigilancia de las Contrataciones, que varios de los 

que estamos aquí también estamos allí. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. Tiene la palabra para contestar a los grupos doña 

Marta García Miranda, interventora general de la Comunidad de Madrid, por un tiempo máximo de 

siete minutos. 

La Sra. INTERVENTORA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID (García Miranda): 

Muchas gracias. Voy a tratar de contestarles o bien ahora directamente o bien a lo largo de las 

explicaciones posteriores. Los expedientes, una vez subsanados, cuando se remiten al Consejo de 

Gobierno y una vez subsanada la omisión de fiscalización previa, no vuelven a la Intervención. 

Normalmente, estos expedientes, con carácter general y mayoritario, se tramitan ya directamente 

para que lleguen a la Tesorería y se paguen, no se revisan de nuevo porque no hay nada más que 

revisar; se tramitan en el ADOK, en definitiva. 

Con respecto a las cuestiones que han puesto de manifiesto, yo trato de explicarles que 

nosotros tenemos una función, la función del control de legalidad, que es la fiscalización previa a las 

aprobaciones de gasto. Nos llegan los expedientes para convalidar cuando un gestor decide que el 

expediente lo quiere someter a Consejo de Gobierno y entonces nosotros emitimos los informes 

correspondientes. Efectivamente, los informes, conforme al artículo 29, los emiten los interventores 

delegados inicialmente y los elevan a la Intervención General, que revisa de nuevo el expediente y 

emite la comunicación de convalidación al Consejo de Gobierno y pone de manifiesto las 

irregularidades administrativas que existen en el expediente como tal. De forma que yo creo que 

tenemos que distinguir esas irregularidades administrativas y la posible responsabilidad del órgano 

gestor. 

En este sentido, me gustaría distinguir entre irregularidad administrativa y el ilícito penal, al 

que también han hecho referencia. La responsabilidad en la que pueden incurrir los gestores que 

intervienen en una tramitación irregular de un expediente podría ser disciplinaria, patrimonial, 

contable o penal, derivándose las tres primeras de una existencia de irregularidades administrativas y 

la última de un ilícito penal. En el primer caso, irregularidad administrativa, el procedimiento que 

seguimos es manifestar en nuestro informe al expediente de convalidación que, sin perjuicio de las 

posibles responsabilidades que puedan derivarse, las actuaciones realizadas pueden constituir un 

supuesto de infracción en materia de gestión económico-presupuestaria, que está recogido en la ley 
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de transparencia a la que ustedes han hecho referencia. En ese mismo informe comunicamos además, 

a los efectos que proceda, que, dado que, de conformidad con la normativa reguladora, el Tribunal 

Administrativo de Contratación Pública es el órgano competente para iniciar, instruir y proponer la 

resolución de un expediente administrativo sancionador, corresponde al mismo valorar tales 

circunstancias. Esta forma de actuación se justifica porque es en el seno de un procedimiento 

sancionador, con las garantías que él mismo ofrece para el presunto infractor, donde debe 

determinarse si se han producido o no hechos que constituyan esta irregularidad, pero no se pueden 

prejuzgar con carácter general. No puedo dejar de señalar, además, que este es el mismo criterio que 

se sigue tanto en la Intervención General del Estado como en las propias entidades locales. Por lo que 

se refiere las actuaciones en el ámbito penal, es necesario extremar la aplicación de la presunción de 

inocencia, acentuando los mecanismos de prudencia en este tipo de valoraciones. Por ello, 

entendemos que para el inicio de estas actuaciones hay que contar con pruebas fehacientes de que 

existe un ilícito penal, en cuyo caso desde la Intervención General se instaría el inicio de los 

correspondientes expedientes de denuncia a los órganos competentes, la Abogacía, comunicando a 

estos la información y los documentos con lo que se cuenten. 

Me gustaría completar la intervención anterior volviendo a hacer referencia a lo que es 

realmente nuestro trabajo y es qué controles hacemos dentro de un expediente de convalidación, más 

allá de las valoraciones de la bondad o no de estos expedientes, poner en valor o señalar cómo 

cumplimos la función que la ley nos atribuye. Cuando el órgano gestor decide llevar a Consejo de 

Gobierno un expediente para la convalidación, las intervenciones delegadas emiten un informe, que lo 

envían a la Intervención General, la Intervención General revisa el expediente y se hacen una serie de 

comprobaciones. ¿Qué comprobaciones hacemos? Pues que la prestación se haya realizado como 

consecuencia de una orden recibida de la Administración, tiene que haber un nexo causal; que la 

prestación se haya efectivamente realizado a favor de la Administración y a su satisfacción; que exista 

una factura y un acta de comprobación material o un certificado de conformidad; la adecuación del 

importe del expediente a convalidar, es decir, que exista una adecuación a precios de mercado o que 

se justifiquen los importes que se están proponiendo para el pago. No cabe admitir una revisión de 

precios aplicable solamente a un contrato en vigor y tampoco cabe admitir el reconocimiento de 

intereses hasta el momento posterior a la aprobación del expediente, si esto se produce. Cuando 

estos extremos están verificados es cuando elevamos al Consejo de Gobierno la comunicación de la 

convalidación, y el Consejo de Gobierno puede aprobar o no el expediente, porque el informe nuestro 

no es vinculante, a diferencia de la fiscalización previa, que sí es un informe preceptivo y vinculante. 

Como habrán podido observar, estas comprobaciones, que no son de orden menor, tienen una 

finalidad concreta, que es la que la norma nos atribuye, y es evitar un perjuicio a la Hacienda pública 

de la Comunidad de Madrid, sin que alcance, en ningún caso, la exigencia de responsabilidad, a la que 

me acabo de referir en el momento previo. En este ámbito de la omisión de fiscalización previa, como 

ya les he dicho, esas infracciones o el análisis de si se han producido esas infracciones de gestión 

económico-presupuestaria son competencia del Tribunal Administrativo de Contratación, no de la 

Intervención. 
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Volviendo al enunciado de la comparecencia solicitada, valoración del control interno de las 

convalidaciones, querría trasladarles lo que ya les he anticipado. Este procedimiento no es un 

procedimiento único que exista en la Comunidad de Madrid nada más -el procedimiento de trabajo de 

la Intervención, quiero decir-, esto se aplica igual en la Administración General del Estado. Se aprobó 

el año 2017 -creo- un real decreto para el ámbito local que prácticamente reproduce lo mismo que 

hacemos nosotros; el del Estado es del año 1995, que podríamos decir que es un poco más antiguo, 

pero el de 2017 se ha aprobado hace nada. Es verdad que en otras comunidades autónomas no se 

aplica el mismo procedimiento, la OIReScon lo pone de manifiesto en el análisis de la contratación 

cuando dice que tiene que dar una visión global porque no puede entrar a analizar los procedimientos 

de las comunidades autónomas. Hay comunidades autónomas que aplican nuestro mismo 

procedimiento y acuden directamente a la convalidación cuando estiman que el resultado económico 

de ese expediente va a ser inferior si acuden a la revisión de oficio y otras comunidades autónomas 

tienen una regulación distinta. Me gustaría hacer referencia al Consejo Consultivo de Canarias, que en 

un dictamen del año 2021, es decir, reciente, pone de manifiesto que si bien el Gobierno de Canarias, 

para convalidar el gasto y dar cobertura jurídica al pago en evitación de un enriquecimiento injusto, 

elige la vía de la revisión de oficio, otras Administraciones autonómicas y también la estatal no 

siempre afrontan estas situaciones de hecho con la misma técnica reparadora, acudiendo en 

ocasiones a un reconocimiento extrajudicial de la obligación o a la estimación de una solicitud de 

indemnización por la vía de la responsabilidad de la Administración. 

El Sr. PRESIDENTE: Tiene que terminar, señora interventora. 

La Sra. INTERVENTORA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID (García Miranda): 

He acabado. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Muy bien. Muchas gracias. A continuación se abre un segundo turno, 

de réplica, para los grupos parlamentarios, de menor a mayor, por un tiempo de tres minutos cada 

uno, comenzando por el Grupo Parlamentario Unidas Podemos. 

La Sra. SÁNCHEZ MAROTO: Me van a sobrar dos. Muchas gracias, señor presidente. 

Muchas gracias, señora interventora general. Tomamos nota. Gracias por responder a algunas de las 

cuestiones y satisfacer mi desconocimiento; creo que, probablemente, haya muchas cosas para las 

que con esto haya arrojado luz. También le agradezco que lo haya hecho de una manera más 

didáctica, porque creo que es de agradecer; es muy árida su área para quien no la conozca, pero 

también muy importante. 

Dicho lo cual, es una pena que no esté aquí el señor Ballarín para decirle que no está bien 

tirar hoy este tipo de cosas contra otras Administraciones como la que acaba de citar del 

Ayuntamiento de Madrid, precisamente en el día, en el feliz día para algunos, en el que dos de 

aquellos concejales y otra persona del equipo han sido declarados inocentes y su partido acusado, 

declarado culpable de temeridad y mala fe. Yo creo que igual hoy el señor Ballarín -¡qué penita me da 

que no esté aquí!- no ha escogido el día adecuado. Muchas gracias. 
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El Sr. PRESIDENTE: Gracias. A continuación es el turno del Grupo Parlamentario Vox. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Gracias, señor presidente. Yo voy a seguir con los 

ejemplos. Quería enlazar también con la intervención anterior y comentar en estos tres minutos otra 

convalidación de gasto aprobada por el Consejo de Gobierno, que dice: por el que se convalida el 

gasto derivado de la realización del servicio de gestión de residuos biosanitarios procedentes de la 

realización de test de antígenos en zonas básicas de salud por la Comunidad de Madrid realizado por 

la empresa Cespa Gestión de Residuos, por importe de 74.000 euros, de noviembre de 2020 a marzo 

de 2021. Igualmente que en el caso anterior, cuentan aquí toda la historia de cómo este contrato, un 

contrato que ha sido acordado por emergencia -es decir, de todos estos de los que realmente no 

tenemos esa información que yo le decía al señor director general en el Portal de Contratación-, se 

contrata una primera versión por emergencia, después se ve que se necesita que se siga prestando 

este servicio, se sigue prestando sin haber ni contrato de emergencia ni contrato sin emergencia y 

finalmente lo que se hace es, efectivamente, equilibrar económicamente, porque, claro, tampoco se le 

puede robar a la empresa que está prestando los servicios. Con lo cual, es bastante razonable desde 

el punto de vista de la Comunidad de Madrid. 

Cuando yo veo estas cosas, pienso: tienen razón, llega un momento en el que tienes que 

sentarte con la gente. Y, por la doctrina de la prevención del enriquecimiento injusto, en la cual creo 

firmemente, te sientas con la empresa que te ha estado prestando este servicio por emergencia -

porque además el tema de los residuos de COVID efectivamente no lo puede hacer todo el mundo, 

para esto no tiene todo el mundo la experiencia ni la capacidad de hacerlo- y entonces defines el 

precio. 

El Sr. PRESIDENTE: Le queda un minuto, señoría. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Y yo me pregunto: ¿nadie decidió sentarse y convalidar el 

gasto y revisar el precio de las mascarillas que se compraron a 10 euros? Porque, hombre, el 

enriquecimiento injusto habrá que prevenirlo por los dos lados. Yo pregunto: ¿la convalidación del 

gasto que sí se utiliza -a pesar de lo que usted me dijo la otra vez de que no tenía nada que ver con 

la contratación de emergencia, pero aquí sí se ha utilizado para un contrato de emergencia- no nos 

hubiera servido a lo mejor para ver que efectivamente no había enriquecimiento injusto en todos esos 

contratos que yo le preguntaba al director general si no había nada que pudiéramos mejorar, ninguna 

lección aprendida? Yo lo dejo ahí. Me gustaría saber su opinión. 

El Sr. PRESIDENTE: Tiene que terminar, señoría. 

La Sra. CUARTERO LORENZO: Yo creo que realmente cuando las cosas se quieren hacer 

bien tanto la ley de contratos como los procedimientos administrativos nos habilitan herramientas más 

que suficientes para que el dinero de todos los madrileños se emplee de forma justa y razonable. 

Muchas gracias. 
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El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. A continuación es el turno del Grupo Parlamentario 

Socialista. 

El Sr. FERNÁNDEZ LARA: Gracias, señor presidente. Iré rápido. Muchas gracias, señora 

Interventora General, por su contestación. Es verdad que habíamos planteado algunas cosas que han 

sido respondidas y que consideramos esenciales, sobre todo, como le he dicho en mi primera 

intervención, en aquellos supuestos de omisión de la preceptiva fiscalización previa de algunos 

contratos y cómo se lleva a cabo ese procedimiento, pero quiero hacerle alguna pregunta que no ha 

contestado. 

He hablado también de los contratos de emergencia, como se estaba comentando ahora, y 

quiero preguntarle cómo ha sido el procedimiento de la Intervención General con estos contratos, 

sobre todo en lo que le he preguntado sobre si alguno de ellos incluía gastos por actividades que no 

tengan el carácter de emergencia y que deberían ser recogidos en el informe de la cuenta justificativa 

y darle traslado a la Intervención General. Le he preguntado también en mi primera intervención si 

había o tenían constancia de algunos contratos o de un número de contratos que tuvieran esta 

casuística. Nos gustaría saberlo simplemente por cultura general y por conocimiento general también 

del procedimiento tanto del Consejo de Gobierno como de la Intervención General. Simplemente era 

eso. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. A continuación es el turno del Grupo Parlamentario 

Más Madrid. 

El Sr. GUTIÉRREZ BENITO: Voy a dedicar treinta segundos a la obscenidad de una parte 

de la intervención del portavoz del Partido Popular, con expresiones como “no saben gestionar ni una 

comunidad de vecinos”, “se inventarán otro candidato”, “no tienen legitimidad ni autoridad”. Sin duda 

alguna, saben mucho de esto en el Partido Popular; es decir, de inventarse otro candidato, de 

autoridad sobre corrupción y quiebra del principio del enriquecimiento injusto y sobre sentencias que 

ha habido respecto de capacidad para gestionar sin hacer corrupción, en definitiva. Sí que le doy la 

razón... (Palabras que no se perciben al no estar encendido el micrófono.) Usted es el árbitro, y fíjese 

usted que todos los jugadores confiamos en ese árbitro; confiamos en que ese árbitro -se ha creado 

ese cuerpo para garantizar, como dice usted, el control de la legalidad- sea lo suficientemente 

profesional, lo suficientemente servidor público, usted y todos los interventores delegados, para que a 

esos informes necesariamente les acompañe una convalidación de gasto, que supone la omisión de un 

informe previo, y que, por definición -usted lo ha explicado muy bien, es el punto neurálgico de lo que 

estamos discutiendo-, es vinculante, pero un informe posterior no es vinculante. Y de ahí viene el 

planteamiento que decía la portavoz de Unidas Podemos. Es que los interventores son los árbitros, 

señora Miranda. Yo sé que usted, lógicamente, tendrá todo el agradecimiento del mundo por que el 

Gobierno del Partido Popular la haya nombrado para un cargo de altísima responsabilidad, pero piense 

simultáneamente, porque somos seres capaces de tener pensamientos complejos y aparentemente 

contradictorios, que la función que cumplen ustedes es la de árbitro. No rompan ustedes la confianza 

que tenemos todos los madrileños en el árbitro. 
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El Sr. PRESIDENTE: Gracias, señoría. A continuación es el turno del Grupo Parlamentario 

Popular. 

El Sr. BALLARÍN VALCÁRCEL: Gracias, señor presidente. Me quedo contento con la 

intervención del señor Gutiérrez, porque creo que al final ha terminado de comprender -eso sí, dos 

meses después- que la interventora general y los interventores delegados son los árbitros, son los que 

interpretan la ley de contratos del Estado y dicen qué trámite administrativo, del cual solo es 

responsable el órgano de contratación, generalmente una dirección general, llega a su fin, 

normalmente, a su buen fin. Nada más. Yo ya doy por bienvenida toda esta comisión si a partir de ahí 

somos consecuentes y entendemos que es una figura arbitral, separada, que se limita a interpretar y 

que no puede valorar, porque ningún órgano jurisdiccional valora; interpreta y aplica, nada más. 

Y obscenidad no es lo que usted ha interpretado. A mí me resulta obsceno, en el sentido de 

que obsceno es que ofende al pudor, que los campeones de la convalidación, que es su partido en la 

única Administración importante que han gobernado -eso sí, solo por cuatro años-, que han sido los 

campeones de la convalidación en gasto corriente, en gasto de explotación por Capítulo Segundo, en 

gasto de inversión por Capítulo Sexto, en todos los capítulos, y que, encima, han dejado sin ejecutar 

un porcentaje altísimo del presupuesto, vengan con la convalidación a esta comisión. Debe de haber 

ahí una especie de fallo freudiano que hace que ustedes demanden o critiquen aquello en lo que han 

sido absolutamente insuficientes y han quedado por debajo de lo mínimo que se les podía exigir. 

Solamente desde ese punto de vista freudiano, en el que yo no voy a entrar, se explica esa obsesión 

que tienen ustedes con las convalidaciones, que se han realizado durante toda la historia de todas las 

Administraciones: en la Administración autonómica -como ha dicho muy bien antes un compañero-; 

en la Administración local, con los reconocimientos extrajudiciales de crédito; en la Administración 

estatal, y en todos los sitios donde hay una Administración, ¡y vienen ustedes con esa obsesión 

continuamente! Yo lo doy por bien aplicado si de aquí sacamos la enseñanza de que la interventora 

general y los interventores delegados son un árbitro o, mejor dicho, son el órgano destinado y así 

designado por la ley de contratos del Estado para interpretar que se aplique la ley de contratos en los 

procedimientos de todos los organismos públicos, en este caso, los órganos contratantes, que son 

normalmente las direcciones generales y los gerentes de los organismos, tengan carácter 

administrativo o tengan carácter comercial. Muchas gracias. 

El Sr. PRESIDENTE: Gracias. A continuación, para el turno final de dúplica, tiene la palabra 

doña Marta García Miranda por un tiempo máximo de cinco minutos. 

La Sra. INTERVENTORA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID (García Miranda): 

Muchas gracias, señor presidente. Señorías, en todas las organizaciones, tanto en las públicas como 

en las privadas, el control interno se configura como una responsabilidad de los órganos de gobierno 

que proporciona una garantía sobre el cumplimiento de los objetivos de la organización. Por tanto, 

cuanto mejor sea el control interno, mayores serán las garantías de transparencia y buen gobierno. 
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En el ámbito de las Administraciones públicas, además del control interno de la actividad 

económico-financiera que ejercen las intervenciones generales como órganos independientes de la 

gestión, es fundamental el control ejercido por los propios gestores para el cumplimiento de sus 

objetivos y el establecimiento de los mecanismos para evitar y mitigar riesgos y amenazas en la 

realización de las políticas públicas. En la materia que nos ocupa es fundamental que los gestores, 

para cumplir con la legalidad en los procedimientos, sobre todo en el ámbito de la contratación, 

realicen una correcta planificación, de forma que todas las acciones se realicen de acuerdo con lo 

planificado y puedan ser evaluadas. Es esencial en esta planificación el cálculo de los tiempos de 

tramitación de los procedimientos, sin que se eludan informes preceptivos y vinculantes como el de la 

Intervención. Es importante que se definan con precisión el objeto y la necesidad del contrato, la 

elección del procedimiento, la duración estimada de la prestación y las actuaciones de supervisión del 

responsable del contrato; en definitiva, los mecanismos de control para la consecución con éxito de 

las prestaciones o servicios. Este control interno ejercido por los gestores tanto de carácter preventivo 

como de detección de riesgos o correctivo de las amenazas para su gestión es complementario al 

ejercido por las intervenciones generales. 

Volviendo al trabajo que desempeña la Intervención en el ejercicio del control interno, este 

se realiza con sometimiento a la ley y con el alcance que la ley define; de ello se deriva la naturaleza 

aséptica de su actuación, que se contrapone a la realización de cualquier valoración sobre los 

expedientes que informa. Independencia y objetividad son los dos principios fundamentales, pero no 

los únicos, que inspiran el control a realizar por la Intervención, que están recogidos en la normativa 

no a nivel programático, sino con carácter obligacional. Por tanto, la Intervención General cumple la 

legalidad y actúa en este procedimiento y en todos los demás conforme establece la Ley de Hacienda, 

el Decreto 45 y la Circular 1/1998; y la normativa que se aplica es la que se encuentra en vigor. Sus 

señorías deben entender que para que la Intervención actúe de otra forma debe modificarse la 

normativa que le es de aplicación, la reguladora del régimen y procedimientos de control interno, y 

entonces, la Intervención aplicará las normas que resulten de este nuevo régimen. 

El control interno se lleva a cabo mediante el ejercicio del control de legalidad, del control 

financiero y del control contable. Además, las normas vigentes atribuyen a la Intervención, entre otros 

informes, la emisión de un informe preceptivo en los supuestos en que el control de legalidad, que se 

lleva a cabo en el ejercicio de la función fiscalizadora previa, se haya omitido, es decir, en los actos 

susceptibles de convalidación por el Consejo de Gobierno. La autonomía y la independencia de la 

Intervención en el ejercicio de sus funciones de control, al que, como saben sus señorías, me refiero 

continuamente porque es el principio fundamental que orienta nuestra actuación, exige que toda 

nuestra función se realice siempre mediante la aplicación de la normativa vigente, debiendo apoyar 

cualquiera de nuestras manifestaciones o actuaciones en lo establecido en una norma jurídica, sin que 

nos corresponda realizar juicios de valor acerca de criterios de oportunidad, motivaciones o 

justificación de las actuaciones de las autoridades cuya gestión controlamos. Esto, como ya dije en la 

ocasión que comparecí en el mes de marzo, no nos impide decir que una sola actuación en la que no 

se observe el cumplimiento estricto de la normativa vigente, como ocurre en los expedientes que nos 

ocupan, no puede ser compartida por nosotros como centro directivo que ejerce el control de 
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legalidad. Dicho esto, debe tenerse en cuenta que es cada órgano de contratación el que tendría que 

justificar a sus señorías, si así ustedes se lo solicitan, qué le ha llevado a proponer la convalidación de 

esos expedientes y las medidas que adopta para que la situación generada no se reitere en el tiempo. 

Este centro directivo no puede realizar una valoración general de expedientes de convalidación, ni 

tampoco individual, dado que, salvo el aspecto común de la omisión, cada uno de ellos tiene 

características distintas. Dicho de otra forma, no es que la Intervención no quiera realizar 

valoraciones, es que no puede, pues esta independencia es esencial para ejercer sus competencias 

con la necesaria autonomía y objetividad. Muchas gracias, señor presidente, señorías. 

El Sr. PRESIDENTE: Muchísimas gracias, señora interventora. (Rumores.) Por favor, 

señorías. Pasamos al octavo punto del orden del día. 

 

──── RUEGOS Y PREGUNTAS. ──── 

 

¿Algún ruego o alguna pregunta? (Pausa.) Pues, señorías, se levanta la sesión. 

 

(Se levanta la sesión a las 18 horas y 20 minutos). 
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